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PRESENTACIÓN 

 

 

Señores Miembros del Jurado, dando cumplimiento a lo establecido en el 

Reglamento de Grados y Títulos de la Facultad de Derecho de la 

Universidad Privada de Trujillo presento antes ustedes los informes de  los 

procesos que obran en el expediente penal 3630-2013 sobre el delito de 

Tenencia Ilegal de Armas, y el expediente civil 268-2012 sobre tercería de 

propiedad llevados a cabo en el Décimo Juzgado Penal Unipersonal y 

Séptimo Juzgado Civil respectivamente ambos de la Corte Superior de 

Justicia de La Libertad, correspondiente al trabajo de suficiencia 

profesional por análisis de casos, con el propósito de optar el Título de 

Abogado. 

 

El presente informe ha sido desarrollado de acuerdo a la normatividad 

vigente,  deseando que satisfaga con las expectativas académicas pongo 

a vuestra disposición para su evaluación. 
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                                                        INTRODUCCIÓN 

 

En nuestra sociedad cada día se incrementa nuevas modalidades de 

criminalidad que genera en la población una sensación de miedo e inseguridad 

permanente, y el Estado haciendo uso de su facultad punitiva ha considerado 

necesario tipificar en un primer momento como delito de tenencia Ilegal de 

armas (art. 279 del Código Penal) a todas aquellas conductas relacionadas con 

la posesión, tenencia, fabricación y almacenamiento de armas y otros 

materiales explosivos e inflamables, que tome lugar de forma ilegítima; la 

pretensión de esta orientación legal, es de cerrar todo espacio de impunidad. 

Y posteriormente ha modificado las   sanciones incrementando conductas 

susceptibles de sanción, tipificándolo en el art. 279-G del Código Penal. 

El presente informe trata sobre el  análisis del proceso penal que obra en el 

Expediente 3630-2013 sobre el delito de Tenencia Ilegal de Armas de Fuego 

llevado a cabo por el Décimo Juzgado Penal Unipersonal de Trujillo de la Corte 

Superior de la Libertad. 

Los hechos que dieron originó el proceso penal se dieron el año 2013 por lo que 

se aplicó y sancionó conforme al art.279 del C.P. tipificación vigente de esa 

fecha en la cual se configuraba con la posesión ilegitima y la idoneidad del 

arma de fuego  

En el presente informe se comprende dos capítulos el primero que trata sobre la 

síntesis del proceso y el segundo sobre el análisis de este proceso penal, en todas 

sus etapas: investigación preliminar, Investigación Preparatoria, Etapa 

Intermedia, de Juzgamiento, así como su sentencia y su apelación de la misma, 

esperando contribuir con todos los requisitos exigidos. 
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                                          INFORME DE EXPEDIENTE PENAL 

 

EXPEDIENTE N°   : 3630-2013. 

CARPETA FISCAL  : 3131-2013.  

INVESTIGADO    : Pedro Eleazar CHAVEZ ROSARIO.  

AGRAVIADO   : EL ESTADO.  

MATERIA   : TENENCIA ILEGAL DE ARMAS DE FUEGO Y   

                                                   MUNICIONES.   

JUZGADO   : DECIMO JUZGADO PENAL UNIPERSONAL.  

 

 

                                              Capitulo I 

Síntesis Analítico del Proceso 

Proceso penal seguido contra Pedro Eleazar CHÁVEZ ROSARIO a quién se le 

atribuye el presunto delito de Tenencia Ilegal de armas y Municiones en 

perjuicio de la Seguridad Pública del Estado, previstos y sancionados en el 

artículo 279° del Código Penal. En el presente caso se produjo a 

consecuencia de una intervención policial hecha al imputado por el personal 

policial de la Comisaria Nicolás Alcázar del Distrito de El Porvenir.   

El presente proceso será analizado en su integridad, describiendo a los sujetos 

procesales, así como los diferentes estadios del proceso; etapa de 

investigación preparatoria, intermedia y Juzgamiento, así como también la 

sentencia y apelaciones que se dieron en todo el proceso y a los diferentes 

actos procesales realizados así como a los posibles actos que se hubieran 

podido realizar; Sin embargo para una mayor comprensión procederé a 

realizar el siguiente análisis dogmático y jurídico del delito de tenencia Ilegal 

de armas que se le imputa al acusado. 
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  1.1 Delito de Tenencia Ilegal de Armas 

El delito de tenencia ilegal de armas es un tipo penal de peligro abstracto 

y de  mera actividad, que no requiere que la acción haya ocasionado un 

daño previo, sino que es suficiente que el bien jurídicamente protegido sea 

puesto en peligro, es decir hablamos de un comportamiento que no 

devela en puridad un peligro concreto, en cuanto a la verificación de un 

contexto de lesividad potencial, sino de una abstracción, que en mérito a 

un juicio de valoración general, se concluye que estas conductas son 

disvaliosas de riesgo para la seguridad de las personas. 

El delito de tenencia ilegal de armas de fuego y municiones en la 

actualidad se encuentra tipificado dentro del rubro de los delitos contra la 

seguridad pública en el artículo 279°-G del Código Penal, modificado en 

cuanto a la pena por el decreto legislativo 898. Vale mencionar que en el 

caso en concreto se aplicó el tipo penal conforme estuvo tipificado en el 

art 279° del código penal del año 2013 en mérito a la ley aplicable vigente 

en el momento de la comisión del hecho punible, el cual es el siguiente: 

 

       1.1.1. Tipo penal (art 279° del C.P) (caso en concreto) 

“El que,  ilegítimamente fabrica, almacena, suministra o tiene 

en su poder bombas, armas, municiones o materiales 

explosivos, inflamables, asfixiantes o tóxicos o sustancias o 

materiales destinados para su preparación, será reprimido con 

pena privativa de libertad no menor de seis, ni mayor de 

quince.” 

       1.1.2. Verbos Típicos 

        Las acciones descritas son: 

 Fabricar.- hacer, modificar, o repotenciar  armas u otros 

materiales peligrosos por medios mecánicos o industriales, 

al margen de la Ley. 
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 Almacenar.- poner o guardar en almacén, depósito o 

vivienda, armas u otros consiste en facilitar un espacio para 

depósito y resguardar los objetos ilícitamente elaborados, 

obtenidos o recepcionados. 

 Suministrar.- proveer o proporcionar armas, materiales 

peligrosos a terceros sin estar autorizado. 

 Poseer.- tener o portar que se asocia a la existencia de una 

relación de posesión por cualquier título, entre el objeto y el 

sujeto y no al título jurídico de la propiedad. 

La figura típica comprende también los conceptos: 

 Bombas.- artefactos llenos de materia explosiva y provista 

del artificio necesario para que estalle. 

 Armas.- instrumentos, medios o maquinas destinadas a 

ofender o a defenderse y armas de fuego son aquellas en 

que el disparo se verifica con el auxilio de la pólvora. 

 Explosivos.- materiales que liberan bruscamente gran 

cantidad de energía. 

 Materiales inflamables, asfixiantes o tóxicos o sustancias o 

materiales destinados para su preparación. 

 

  En el presente caso estamos en el supuesto de poseer o tener armas 

de fuego o municiones que para la consumación es necesario 

determinar la ilegitimidad de posesión y la idoneidad del arma o 

munición. 

1.1.2.1 Ilegitimidad de la posesión.- El tipo penal, exige la posesión 

ilegal, ilegítima o fuera de la ley de un arma de fuego o cualquier 

otro material explosivo. La ilegitimidad implica la posesión sin el 

documento o cualquier otro instrumento legal que acredite su 

legitimidad posesoria.  

Ahora bien para una mejor comprensión es necesario diferenciar 

entre una posesión ilegal y una posesión irregular. 
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 Armas de posesión ilegal.- se consideran armas de uso civil 

y/o de guerra en posición ilegal, aquellas que no se 

encuentran registradas y que por lo tanto no cuentan con la 

licencia correspondiente. 

 Armas de posición Irregular.-Se consideran armas de uso civil/ 

o de guerra en posición irregular aquella que encontrándose 

registradas  tienen  sus licencias vencidas así como aquellas 

que no han sido transferidas conforme a Ley. 

 

1.1.2.2 Idoneidad del Arma.-El tipo penal exige, en función al bien 

jurídico tutelado que el arma o munición debe estar en condiciones 

de ser utilizada para el fin que fue fabricada, esto es, que pueda ser 

empleada para hacer fuego.  

          1.1.3 Tipicidad Objetiva 

                 1.1.3.1 Configuración 

El tipo penal es un delito de mera actividad, por lo que no 

requiere que la acción haya ocasionado un daño previo, sino 

que es suficiente que el bien jurídicamente protegido sea 

puesto en peligro, así, se agota el tipo con la sola posesión del 

arma de fuego, sin tener autorización emitida por la autoridad 

correspondiente.  

                1.1.3.2 Bien Jurídico Protegido 

El bien jurídico protegido es Seguridad Pública, que es lo mismo 

que la seguridad común situación en que la integridad de los 

bienes y las personas se encuentran exentas de soportar 

situaciones peligrosas frente a los riesgos que representarían  la 

libre circulación y la tenencia de armas. 
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                 1.1.3.3 Sujeto activo 

Puede ser cualquier persona, según la descripción típica del 

artículo 279°, no se exige una cualidad específica para poder 

ser considerado autor. 

                  1.1.3.4 Sujeto pasivo  

Será la colectividad o la  sociedad en su conjunto, al tratarse 

de un bien jurídico de corte Supraindividual, cuya tutela en el 

proceso, es llevada a cabo por el Estado, en cuanto a la 

organización jurídica y política de todas las actividades 

sociales. 

     1.1.4 Tipicidad  Subjetiva 

La conducta típica, es eminentemente dolosa, es decir el sujeto 

realiza el acto con conciencia y voluntad de realizar el tipo objetivo; 

el agente sabe que tiene armas de fuego, sin contar con la 

autorización administrativa respectiva, de forma clandestina y 

prohibida  en franca contravención al orden jurídico. 

El tipo penal no describe ningún supuesto de comportamiento 

culposo. 

      1.1.5 Causas de Justificación 

Se puede justificar esta conducta típica en el ejercicio de la legítima 

defensa o en la exigencia del estado de necesidad. 

1.1.5.1 La Legítima Defensa.- para ello debemos verificar, la existencia 

de una agresión ilegítima, falta de provocación suficiente y 

proporcionalidad del medio empleado. Según conocemos, quien 

realiza la Legítima Defensa, ha de repeler el ataque antijurídico, por 

medio de actos agresivos, cuando se ve amenazado de afectación, 

sus bienes jurídicos fundamentales. 

Si una persona, hace uso de un arma de fuego sin autorización para 

repeler un ataque ilegítimo, está amparado por esta causa de 
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justificación, sin interesar la procedencia del arma, en cuanto a las 

lesiones o la muerte que se pueda haber provocado. 

1.1.5.2 El Estado de Necesidad Justificante.- cuándo acontece un 

conflicto real de intereses jurídicos, que pueda inferirse la posible 

lesión del bien mayor, para lo cual se procederá a sacrificarse el otro, 

donde la producción de un posible mal ha de ser inminente. 

Podríamos estar frente a un estado de amenazas, donde la libertad 

de una persona se vería en peligro con la Seguridad Pública, véase 

en el ejemplo del empresario que se siente coaccionado por una 

gavilla de delincuentes por el pago de cupos, por lo que adquiere un 

arma de fuego en el mercado negro, siendo intervenido por los 

custodios del orden. Es la libertad por un lado y, por otro, la Seguridad 

del colectivo, resultando legítimo del sacrificio del bien social, en 

tanto su lesión es de menor gravedad del que podría haberse 

producido en el interés e mayor rango legal. 

1.1.5.3 Obrar por disposición de la Ley.- en cumplimiento de un deber 

o el ejercicio de un derecho, oficio o cargo y el ejercicio legítimo de 

un derecho. Las fuerzas del orden, los agentes policiales y militares 

hacen uso del arma reglamentaria, para lo cual no requieren contar 

con una autorización.       

 

Análisis 

En el presente caso materia del análisis la sola posesión ilegítima de un 

arma de fuego, no basta para subsumir la conducta del agente dentro 

de los alcances del tipo penal, es necesario demostrar que el arma de 

fuego era idónea para crear un peligro para la seguridad pública.  

En cuanto a la posesión ilegítima existía variedad de criterios que 

causaba confusión y no había uniformidad; un ejemplo sería que una 

persona compre un arma en un centro autorizado lo que era una 

compra legítima. También se puede indicar a la persona que tenían la 

licencia vencida que por diferentes motivos no tramitaba su 
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autorización correspondiente y en el supuesto que en ese lapso era 

intervenido su conducta no se consideraba delito sino posesión irregular  

que si crea peligro a la sociedad. 

En conclusión no se sancionaba la posesión irregular ya que el tipo penal 

tenía una redacción profusa que ocasionaba distorsiones en su 

aplicación, por lo que el Estado ante esta circunstancia en el afán de 

que algunas conductas no queden impunes fortaleció la lucha contra 

el crimen organizado y la tenencia ilegal de armas promulgó el Decreto 

Legislativo N° 1244 donde  separó de forma independiente el tipo penal 

de uso porte  y manejo de armas tipificado en el art 279-G: 

“El que, sin estar debidamente autorizado, fabrica, ensambla, 

modifica, almacena, suministra, comercializa, trafica, usa, porta o 

tiene en su poder, armas de fuego de cualquier tipo, municiones, 

accesorios o materiales destinados para su fabricación o 

modificación, será reprimido con pena privativa de libertad no 

menor de seis ni mayor de diez años, e inhabilitación conforme al 

inciso 6 del artículo 36 del Código Penal”. 

El sujeto activo en este tipo e refiere a cualquier persona que no cuente 

con licencia o autorización, con lo que sanciona a toda persona que 

en el anterior tipo se les consideraba poseedores irregulares; es decir en 

la actualidad la sanción punitiva alcanza a todas las personas que no 

tengan licencia y a los que tienen licencia vencida. 

Asimismo se sanciona con la misma pena a la persona que presta, 

alquila o facilita las armas o bienes siempre que se evidencie la 

posibilidad de su uso para fines ilícitos y adicionalmente la pena será de 

no menor de ocho ni mayor de doce años, por la agravante si las armas 

o bienes son propiedad del Estado. 

Otra de las agravantes es por la calidad del agente; Los Miembros de la 

Fuerza Armada,  de la Policía Nacional del Perú o del Instituto Nacional 

Penitenciario la pena será no mayor de diez ni mayor de quince años 

de pena privativa de libertad. 
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También se considera que en todos los supuestos se imponga la pena 

accesoria de inhabilitación conforme al art. 36 inc.1,2 y 4 del Código 

Penal y adicionalmente el inc.8 si es miembro de las Fuerzas armadas, 

Policía Nacional del Perú  o del INPE y con 180 a 365 días multa. 

Finalmente se sanciona a las personas que trafican armas de fuego 

artesanales o materiales para su fabricación con pena privativa de 

libertad no menor de seis ni mayor de quince años. 

Es un tipo penal alternativo mixto ya que se sanciona a toda persona 

que no se encuentra debidamente autorizada, abarcando todos los 

verbos rectores del tipo penal, que no requiere para su consumación un 

resultado material alguno sino que es suficiente que el bien 

jurídicamente protegido sea puesto en peligro. En la actualidad se 

sanciona a todas aquellas personas que no cuentan con la debida 

autorización administrativa e incluyendo a las personas que se les 

consideraba poseedores irregulares. 
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                                                            Capitulo II  

Desarrollo Procesal 

2.1 Hechos que motivaron la Investigación 

Intervención Policial realizada el día 08 de julio del 2013, por el personal 

policial del puesto de auxilio rápido N° 3, de la Comisaría de Nicolás Alcázar 

y con el apoyo de una unidad móvil realizó un patrullaje en la zona del Nuevo 

Porvenir a consecuencia de un aviso hecho por una persona que  por temor 

no se identificó, que dos sujetos se encontraban asaltando a los transeúntes 

por la MZ 7 frente a la loza deportiva del nuevo porvenir, por lo que los 

efectivos policiales se constituyeron a lugar de los hechos e intervienen a dos 

sujetos: al imputado Pedro Eleazar CHÁVEZ ROSARIO, a quien al hacerle el 

registro personal se le encontró a la altura del cierre de su pantalón jean de 

color azul escondido entre sus genitales una arma de fuego de confección 

hechiza, abastecido con un cartucho  calibre 38 marca SPL-RP sin percutar 

de material de bronce con plomo, y en el bolsillo delantero un celular color 

celeste-negro y dos chips. 

Asimismo una libreta de control que indica que el intervenido está firmando 

sus reglas de conducta en la 1° Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Trujillo, 

y también se le encontró en su bolsillo delantero izquierdo 15 envoltorios de 

papel periódico tipo ketes con características de pasta básica de cocaína. 

Y al segundo intervenido Diego Jeancarlos SANCHEZ ESPINOZA con DNI 

75894478 de 16 años de edad, a quién se le incauto un celular color negro, a 

quiénes luego de hacerles las requisas personales fueron conducidos a la 

comisaria de Nicolás Alcázar. 

 

2.2 Investigación Preliminar: 

Es esta fase se realizan actos urgentes e inaplazables destinados a determinar 

si los hechos tienen o no relevancia penal, asegurar los elementos materiales 

de su comisión, individualizar a las personas involucradas en su comisión y a 
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los agraviados dentro de los límites de la ley, así como el recojo de evidencias  

y el aseguramiento de la cadena de custodia. 

En el presente caso fue realizada por el personal policial de la Comisaria 

Nicolás Alcázar del distrito de El Porvenir quien en mérito a la intervención a 

los imputados realizada el  08.07.2013 quienes quedaron en calidad de 

detenidos como presuntos autores del delito de Tenencia Ilegal de Armas de 

fuego y municiones por 24 horas hasta que fueron puestos a disposición del 

Fiscal Adjunto Dr. GUILLEN BOZA Javier Fiscal Adjunto de la 1°FPPC-TRUJILLO, 

quien dispuso la realización de otras diligencias. 

   2.2.1Diligencias actuadas durante la Investigación Preliminar 

- Acta de Intervención Policial realizada al imputado 

- Acta de Registro Personal e Incautación a los imputados: A Pedro 

Eleazar CHÁVEZ ROSARIO de 25 años de edad se le incautó  un arma 

de fuego de fabricación hechiza o artesanal y un cartucho calibre 

38mm sin percutar, un celular color negro con dos chip y una libreta 

de control de reglas de conductas de otro proceso, y 15 envoltorios 

con características de ketes de pasta básica de cocaína. 

- Se tomó la declaración del imputado  quién aceptó haberse 

encontrado en su poder el arma de fuego y la munición. 

- Se realizó el Dictamen Pericial de Balística Forense la cual concluye 

que el arma de fuego de fabricación artesanal o casera y que tanto 

el arma como la munición estaban en regular estado de 

conservación y en buen estado de funcionamiento. 

- También se realizó otros actos actas de lectura de derechos del 

imputado. 

Observación 

Con referente a esta etapa del proceso  estoy de acuerdo con lo actuado 

por la Policía Nacional bajo la dirección de la Fiscalía por tratarse de un caso 

de flagrancia, el fiscal realizó todos los actos necesarios para disponer la 

Formalización de la Investigación Preparatoria. En cuanto al abogado 

defensor ante la circunstancia de que el imputado había aceptado que no 
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tenía licencia para portar armas y que el arma era suya considero que hizo lo 

necesario para acreditar su condición económica del imputado, su carencia 

social, que le sirvió para la reducción de la pena; Esto es, acta de nacimientos 

de sus hijos, certificado de trabajo y domiciliario. 

 

2.3 Formalización de la Investigación Preparatoria 

Finalizada las diligencias preliminares, de ser necesario en esta fase se 

profundizan los actos de investigación, para obtener mayor información que 

permita el esclarecimiento del hecho y sustentar la teoría del caso. 

Mediante la Disposición N° 01 de fecha 15 de julio del 2013 el Dr. Daniel 

MACEDO RABINES Fiscal Provincial Titular de  la 1°FPPCT  dispuso la 

Formalización de Investigación Preparatoria contra Pedro Eleazar CHÁVEZ 

ROSARIO como presunto autor del delito de Tenencia Ilegal de Armas en 

agravio del Estado el cual se fundamenta en los siguientes elementos de 

convicción: 

- Acta de intervención Policial (fojas 7-8) realizada al imputado el 

08.07.2013c 

- El acta de Registro personal e incautación al imputado (fojas 9-

10), en el cual se le encontró el arma y la munición. 

- Declaración del acusado (fojas 15-16), en la que el acusado 

acepta haberse encontrado en posesión de un arma de fuego y 

munición y de no contar con licencia para su uso. 

- El Dictamen pericial de Balística Forense que concluye que es un 

arma de fabricación artesanal o casera tipo escopetín que solo 

funciona accionando el martillo percutor. 

 

   2.3.1 Actos de Investigación realizados 

Se dispuso la continuación de la investigación preparatoria 

ordenándose los siguientes actos de investigación: 
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- La Declaración Testimonial del SOS PNP Ledys Orlando GUERRERO 

ALAMEDA quien intervino al imputado  e hizo el registro personal 

firmando las respectivas actas. 

- La Declaración Testimonial del SOS PNP Manuel Jesús REAÑO 

PLASENCIA, quién  ratificó el contenido y su firma en el acta de 

intervención policial. 

- La Declaración Testimonial del TCO PNP Cesar Hiraldo DÍAZ 

ZAVALETA, quién  ratificó el contenido y su firma en el acta de 

registro personal al imputado. 

- La Declaración Testimonial del TCO PNP Carlos RODRÍGUEZ 

LÓPEZ, quién se ratificó el contenido y su firma en el acta de 

intervención policial realizado al imputado. 

- Se recabó a SUCAMEC-TRUJILLO a fin de que informe si el 

acusado tenía licencia para portar armas de fuego de uso civil, 

la cual informó que no tenía licencia para portar armas. 

- Se solicitó los posibles antecedentes Policiales, Penales y 

Judiciales del imputado, confirmándose que tenía antecedentes 

penales, pues estaba cumpliendo reglas de conductas como 

consecuencia de una sentencia por el mismo delito en otro 

proceso. 

- Se recabó a la SUNARP informar sobre posibles propiedades del 

imputado, el cual concluyó negativo. 

- Y otras diligencias necesarias como el examen Pericial de 

Absorción Atómica practicado al imputado, el cual dio como 

resultado POSITIVO para plomo, Antimonio y Bario compatibles 

con restos de disparos de arma de fuego.  

En cuanto al intervenido Diego Giancarlo SÁNCHEZ ESPINOZA, por ser 

menor de edad el fiscal dispuso que se ponga en conocimiento a la 

Fiscalía Provincial de Familia de Turno para que proceda conforme a sus 

atribuciones. 
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   2.3.2 Confirmatoria Judicial de Incautación 

La Real Academia Española establece que confirmar significa 

corroborar la verdad, la certeza o el grado de probabilidad de algo, 

revalidar lo ya aprobado. 

La incautación es la privación de la posesión de un bien u objeto y su 

consecuente indisponibilidad y ocupación por la autoridad penal o 

también puede decirse que es la desposesión que realiza la autoridad 

competente de bienes y efectos por razones de interés público o de 

actuaciones ilícitas. 

La confirmatoria judicial es aquella validación posterior a una medida 

que proviene del juez de la investigación preparatoria que constituye 

un requisito más de la incautación como actividad compleja que 

cumple una función legitimante, es decir, envuelve, reviste y dota de 

validez a los actos de investigación del Ministerio Público que no tuvieron 

una autorización judicial previa.  

Es una institución de carácter procesal regulada en el artículo 203 inciso 

3 del NCPP del 2004, referido a los preceptos generales del título III, sobre 

la búsqueda de pruebas y restricción de derechos y  en el inc. 2 del art 

316 que establece que el representante del Ministerio Público está en la 

obligación de solicitar inmediatamente la confirmatoria judicial de la 

incautación llevada adelante sin autorización del judicial en casos de 

flagrancia delictiva o peligro inminente de su producción. 

Caso concreto: 

El día 23 de agosto del 2013 se realizó la audiencia de confirmatoria de 

Incautación en el 6° Juzgado de Investigación Preparatoria dirigida por 

la Juez Irma RIVERTTE CHICO a solicitud del Fiscal Daniel MACEDO 

RABINES, en donde se confirmó la incautación de: Un arma de fuego 

hechiza calibre 38mm, un cartucho calibre 38mm sin percutar de 

material de bronce con plomo, un celular color celeste y una libreta de 

control de reglas de conducta- firma de la 1°FPPCT, basados en los 
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siguientes elementos de convicción: acta de intervención, de registro 

personal e incautación y los respectivos formularios de cadena de 

custodia. 

   2.3.3 Constitución del Actor Civil 

La Juez Irma RIVERTTE CHICO del 6° Juzgado de Investigación 

Preparatoria mediante resolución número dos de fecha 26 de agosto 

del 2013 constituyó en Actor Civil al Estado representado por el 

Procurador Público del Ministerio del Interior, Dr. Cesar Augusto SEGURA 

CALLE al presente proceso. 

   2.3.4 Requerimiento de Prisión Preventiva 

El Fiscal en la misma disposición de formalización de la investigación 

preparatoria 01-2013, de fecha 15.07.2013 requirió al Juez de la 

Investigación Preparatoria la Prisión Preventiva contra Pedro Eleazar 

CHÁVEZ ROSARIO por considerar que se cumplen los tres presupuestos 

establecidos en el art. 268° del nuevo Código Procesal Penal para dictar 

la medida de coerción de prisión preventiva 

   2.3.5 Audiencia Pública de Prisión Preventiva 

Con fecha 16 de julio de 2013 se llevó acabo audiencia de prisión 

preventiva en la Sala de Audiencias del 6to Juzgado de Investigación 

Preparatoria de Trujillo, dirigido por la Juez Irma RIVERTTE CHICO, después 

de instalada la audiencia el Fiscal Dr. Javier GUILLEN BOZA fundamentó 

su pedido indicando que se cumplían los tres presupuestos del 268°CPP 

para la prisión preventiva. 

El abogado defensor Dr. José Serapio RABANAL RAMÍREZ no cuestionó 

los elementos de convicción alegados por el fiscal pero si los hechos, en 

cuanto al imputado no se le encontró realizando actos delictivos y 

explica que el arma  es de una herencia de su abuelo del imputado y 

solicitó se declare infundado el  pedido de la Fiscalía. 



 
15 

Posteriormente el Juez declaró fundado el requerimiento de prisión 

preventiva y ordenó el ingreso inmediato del acusado al 

Establecimiento Penitenciario El Milagro de Trujillo por un plazo de 90 

días, fundamentado en lo siguiente: 

2.3.5.1 Suficiencia Probatoria.-  que la declaración del acusado, las 

declaraciones testimoniales de los efectivos policiales  y la pericia 

de balística forense del arma de fuego son suficientes elementos de 

convicción para cumplirse este primer presupuesto. 

2.3.5.2 Prognosis de la pena.- El Juez consideró que se cumple con 

este presupuesto porque la pena a imponerse es mayor de 4 años y 

de carácter efectiva y que no se encontraba ninguna atenuante 

para alegar una pena por debajo del mínimo a pesar que el 

imputado había aceptado la posición del arma, sino todo lo 

contrario pues tenía antecedentes penales que podía agravar la 

pena   y consideraba que el acusado no era un reo primario sino un 

reo habitual, porque había sido sentenciado en otro proceso. 

2.3.5.3 Peligro procesal.- A pesar que el abogado defensor sustento 

que el acusado tenía arraigo familiar, laboral y estaba arrepentido, 

el Juez consideró que se cumplía este presupuesto pronunciándose 

sobre el peligro de fuga  en cuanto al comportamiento del acusado 

ya que había trasgredido las reglas de conducta del proceso 

anterior con conciencia y voluntad, porque él ya tenía 

conocimiento que el portar armas sin licencia es un delito. Asimismo 

para calificar este presupuesto se pronunció sobre la gravedad de 

la pena a imponerse superaba los cuatro años de pena privativa de 

la libertad. 

   2.3.6 Recurso de Apelación del Resolución de Prisión Preventiva 

Terminada la audiencia de prisión preventiva el Abogado defensor 

interpuso recurso de apelación, concediéndole el Juez un plazo de tres 

días para formalizar su pedido. Siendo la Audiencia el 25 de julio del 2013 
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en la primera Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia 

de La Libertad, quien declaró: CONFIRMAR el auto apelado. 

   2.3.7 Prolongación de Prisión Preventiva 

El 06 de setiembre del 2013 el Fiscal de la 1°FPPCT Dr. Daniel MACEDO 

RABINES basado en el art 274.1 del CPP solicitó al Juez del 6° Juzgado 

de Investigación Preparatoria de Trujillo, la prolongación de prisión 

preventiva del imputado, toda vez que el plazo fijado de 90 días resulta 

insuficiente para los fines del proceso, y que estaba pendiente recabar 

la sentencia condenatoria del Juzgado Penal de fecha 05 de setiembre 

del 2012 que obra en el expediente 3441-2012, a fin de acreditar la 

circunstancia agravante por tratarse de un sujeto reincidente. 

Dicho requerimiento fue declarado fundado y se resolvió dar la 

prolongación de la prisión preventiva hasta su plazo máximo de 180 días 

es decir hasta 06 de enero del 2014. 

   2.3.8 Disposición de no Formalización de Investigación Preparatoria 

El Fiscal Daniel MACEDO RABINES de la 1°FPPCT mediante disposición N° 

2 de fecha 19 de agosto del 2013 dispuso No Formalizar Investigación 

Preparatoria contra Pedro Eleazar CHÁVEZ ROSARIO por el Delito de 

tráfico Ilícito de Drogas en la modalidad de micro comercialización de 

drogas ordenando el archivo de todo lo actuado en base a la 

conducta atípica del acusado, ya que la droga encontrada era para 

su consumo y no excedía el peso permitido de 5gr.  

   2.3.9 Conclusión de Investigación Preparatoria 

Mediante disposición N°2 de fecha 25 de setiembre del 2013 el Fiscal 

Daniel MACEDO RABINES dispuso la conclusión de la investigación 

preparatoria seguida contra Pedro Eleazar CHÁVEZ ROSARIO como 

presunto autor del delito de Tenencia Ilegal de Armas de Fuego y 

Municiones. 
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Observaciones: 

 Como es de verse el Fiscal solicitó el requerimiento de prisión 

preventiva contra el imputado en la misma disposición de 

formalización, sin la debida motivación, trasgrediendo el art. 

122.5 del CPP que prescribe que las disposiciones y 

requerimientos deben estar motivada. 

En el caso de los requerimientos de ser el caso estarán 

acompañados de los elementos de convicción que lo justifiquen, 

ya que esto posibilitaría que la defensa lo examine antes de la 

audiencia, se prepare y pueda pronunciarse sobre estos 

ejerciendo contradicción uno a uno, por esta razón considero 

que se trasgredió su derecho de defensa del imputado en 

cuanto le es más difícil preparar su defensa para la audiencia ya 

que no conoce los motivos o fundamentos del requerimiento.  En 

conclusión el requerimiento de prisión preventiva debía de 

hacerse en un documento aparte debidamente fundamentado. 

 Si observamos las fechas de la solicitud de la prisión preventiva 

(15.07.2013), así como su prolongación (06.09.2013) advertimos 

que  el Fiscal  tuvo el tiempo necesario para recabar o solicitar la 

sentencia condenatoria en contra del acusado en otro proceso 

para acreditar la agravante. 

 Si bien es cierto el acusado venía firmando reglas de conducta 

como consecuencia de una sentencia en otro proceso por el 

mismo delito considero que la Juez se equivocó al llamar al 

acusado reo habitual porque según el art. 46-C del CP para ser 

considerado delincuente habitual el agente tiene que cometer 

por lo menos tres hechos punibles en un lapso que no exceda los 

cinco años. 

 Considero que el examen pericial de absorción atómica 

realizado al imputado es innecesario razón por la cual no fue 

tomado en cuenta por la judicatura ya que al acusado no se le 

encontró delinquiendo. 
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 En el presente proceso en la disposición de la formalización de la 

investigación el Fiscal afirma que el agraviado es el Estado 

considero que el agraviado no es el Estado porque como 

persona jurídica no es titular de la seguridad y la tranquilidad 

pública sino la sociedad, aun cuando uno de sus fines es 

garantizar la paz social, el orden y la tranquilidad pública. 

 Estoy de acuerdo con lo procedido con el intervenido Diego 

Giancarlo SÁNCHEZ ESPINOZA, ya que por ser menor de edad el 

Fiscal dispuso que se ponga en conocimiento a la Fiscalía 

Provincial de Familia de Turno el cual lo entregó a sus padres del 

menor. 

 

2.4 Etapa Intermedia 

Es el período comprendido desde la conclusión de la investigación 

preparatoria hasta el auto de enjuiciamiento; dirigida por el Juez de la 

Investigación Preparatoria. Cumple una de las funciones más importantes en 

la estructura del proceso común, cual es el control de los resultados de la 

investigación preparatoria, examinando el mérito de la acusación y los 

recaudos de la causa, con el fin de decidir si procede o no pasar a la etapa 

del juicio oral. Es el momento de saneamiento del proceso, controla lo 

actuado en la investigación, y el sustento de la acusación o del pedido de 

sobreseimiento, verificando las garantías procesales. 

 

   2.4.1 Requerimiento de acusación 

El 26 de setiembre del 2013 el Fiscal Daniel Dardo MACEDO RABINES  hizo 

el requerimiento acusatorio en la investigación seguida contra Pedro 

Eleazar CHÁVEZ ROSARIO al Juez del 6° Juzgado de Investigación por el 

delito de Tenencia Ilegal de Armas de Fuego y Municiones en agravio 

del Estado. 
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2.4.1.1 Circunstancias precedentes.- que el imputado el día 8 de julio 

del 2013 aproximadamente a las 10.55 am a la altura de la MZ 7  

frente a la Loza del Nuevo Porvenir el acusado se dirigía a ver a su 

hermana y en el camino encontró a su amigo Diego Jean Carlos 

SÁNCHEZ ESPINOZA (16 años) y se pusieron a conversar y en esas 

circunstancias fueron intervenidos por los efectivos policiales de la 

Comisaría de Nicolás Alcázar de El Porvenir. 

2.4.1.2 Circunstancias Concomitantes.- Los efectivos policiales 

intervienen a los acusados haciéndole el registro personal 

correspondiente a Pedro Eleazar CHÁVEZ ROSARIO le incautaron un 

arma de fuego de fabricación artesanal o hechiza operativa y un 

cartucho calibre 38 mm sin percutar. 

2.4.1.3 Hechos posteriores.- Que los intervenidos fueron conducidos a 

la Comisaría PNP Nicolás Alcázar   para las investigaciones 

correspondientes. 

 

   2.4.2 Calificación Jurídica 

“El que,  ilegítimamente fabrica, almacena, suministra o tiene en su 

poder bombas, armas, municiones o materiales explosivos, 

inflamables, asfixiantes o tóxicos o sustancias o materiales destinados 

para su preparación, será reprimido con pena privativa de libertad 

no menor de seis, ni mayor de quince.” 

La conducta del imputado se subsume en el art 279 del Código penal que 

sanciona el delito contra la seguridad pública en su figura Tenencia Ilegal 

de Armas de Fuego. 

 En su aspecto objetivo el acusado tenía en su poder en forma ilegal 

el arma de fuego es decir no tenía autorización conforme el acta de 

intervención y además el arma estaba en buen estado de 

funcionamiento conforme el Dictamen Pericial de Balística Forense. 
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 En su aspecto subjetivo el acusado tenía conocimiento y voluntad de 

que portar armas sin licencia es un delito, ya que había sido 

sentenciado por el mismo delito en otro proceso. 

En consecuencia la conducta del imputado al momento de la 

intervención policial no contaba con licencia para portar armas, lo que 

hace que esta conducta encuadre en tipo penal. 

2.4.3 Participación  

Se le atribuye al imputado tener participación en calidad de Autor del 

delito contra la Seguridad Pública en su figura de Tenencia Ilegal de Armas 

en agravio del Estado, porque ha desplegado una conducta ilícita en 

forma consciente y voluntaria consistente en portar armas sin licencia.  

2.4.4 Determinación de la Pena 

Es la determinación de las consecuencias jurídicas del hecho punible 

llevada a cabo por el Juez conforme a su naturaleza, gravedad y forma 

de ejecución que tiene como función, identificar y medir las dimensiones 

cualitativas y cuantitativas de las consecuencias jurídicas que corresponde 

aplicar al autor  o participe culpable de un delito, se trata de un 

procedimiento técnico y valorativo de individualización de sanciones 

penales. 

En el presente caso la Fiscalía solicitó que se le imponga al acusado Diez 

años de pena privativa de la Libertad Efectiva basado en que el imputado 

no es un agente primario pues cuenta con antecedentes penales había 

sido condenado a cuatro años de pena privativa en libertad suspendida 

en su ejecución. Que no se había acreditado las carencias sociales y que 

era un reincidente. 

2.4.5 Reparación civil  

El Ministerio Público solicito como pago por reparación civil la suma mil 

nuevos soles a favor del Estado.  

2.4.6 Medios de prueba Ofrecidos 
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a. Periciales: 

- Del Perito Balístico SOS PNP Cesar Augusto VEGA CÁCERES que 

realizó el Dictamen Pericial de Balística 

- Del Perito Ingeniero Forense Mayor PNP Manuel SÁNCHEZ PEREDA 

que realizó el Dictamen pericial de restos de disparo de armas de 

fuego. 

 

b. Documentales: 

- Acta de Intervención Policial 

- Acta de registro Personal e Incautación 

- Dictamen de Balística Forense de arma operativa.   

- Dictamen Pericial de Restos de disparo de arma de fuego 

POSITIVO. 

- Copia Certificada de Sentencia condenatoria del imputado de 

otro proceso. 

- Informe SUCAMEC LA LIBERTAD acreditando que el imputado no 

cuenta con licencia para portar armas de fuego 

c. Testimoniales: 

- Declaraciones de los efectivos policiales que hicieron el acta de 

intervención, de registro e incautación: 

- La Declaración del SOS PNP GUERRERO ALAMEDA Ledys. 

- La Declaración del SOB PNP REAÑO PLASENCIA Manuel. 

- La Declaración del SO3 PNP RODRÍGUEZ LÓPEZ Carlos. 

- La Declaración del SOT3 PNP DÍAZ ZAVALETA Cesar. 

    2.4.7. Medidas  de coerción 

El imputado se encontraba con mandato de Prisión Preventiva. 

    2.4.8 Audiencia de Control de Acusación 

El 15 de noviembre del 2013 se realizó la audiencia de Control de 

Acusación  en la Sala de audiencias del 6° Juzgado de Investigación 

preparatoria dirigida por la Jueza Dra. Irma Marina RIVERTTE CHICO. 
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2.4.8.1 Debate 

Después de instalada la audiencia e  identificación de las partes el 

Fiscal Daniel MACEDO RABINES sustentó su requerimiento acusatorio 

que no fue objetado formalmente por el abogado del acusado el Dr. 

José Serapio RABANAL RAMÍREZ, lo que dio lugar a que el Juez 

declare la validez de la acusación mediante resolución N° 4. 

En cuanto a los medios de pruebas presentadas por la parte 

acusadora el abogado defensor no realizó ningún cuestionamiento, 

los cuales fueron admitidos por el Juez mediante resolución N° 5. 

 

2.4.8.2 Auto de enjuiciamiento 

Mediante resolución N°6 El Juez resolvió dictar auto de Enjuiciamiento 

contra Pedro Eleazar CHÁVEZ ROSARIO acusado por la 1° FPPCT 

como autor del delito de Tenencia Ilegal de Armas de Fuego en 

agravio  del Estado, solicitando la imposición de 10 años de pena 

privativa de Libertad y al pago de una reparación civil por la suma 

de S/. 1,000 nuevos soles. 

 

2.4.8.3 Medios de prueba admitidos 

Asimismo el juez admitió solo las pruebas ofrecidas por el Ministerio 

Público: 

 Testimoniales:  

Las Declaraciones los PNP GUERRERO ALAMEDA Ledys, 

REAÑO PLASENCIA Manuel, RODRÍGUEZ LÓPEZ Carlos y 

DÍAZ ZAVALETA Cesar. 

 Periciales: 

Del PNP Perito Balístico VEGA CÁCERES Cesar y el perito 

Ingeniero Forense SÁNCHEZ PEREDA Manuel 

 Documentales: 

- Acta de Intervención Policial 

- Acta de registro personal e incautación y comiso 

- Oficio 1590-2013 de SUCAMEC. 

- Dictamen de Balística Forense N°817-2013 
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- Dictamen pericial de restos de disparos de arma de 

fuego N° 879-2013. 

- Copia certificada de la sentencia condenatoria 

anticipada de fecha 05.09.2012 

- El Juez dio como partes constituidas del proceso al 

Ministerio Público  y al acusado a quien tuvo en cuenta 

que tenía la medida de prisión preventiva hasta el 

06.01 2014. 

Y por último se notificó a las partes procesales y se dio por concluida la 

audiencia. 

Observaciones: 

 Si bien es cierto que en el escrito del requerimiento el fiscal  

explica cómo llegó a determinar la pena por el sistema de tercios 

considero que se basó en el tercio intermedio de 10 a 12 años. 

 Considero que el abogado defensor debió cuestionar como del 

medio de prueba la admisión del Dictamen pericial de restos de 

disparos de arma de fuego N° 879-2013 porque es irrelevante 

para la configuración del tipo penal. 

 

2.5  Etapa de Juzgamiento 

Constituye la fase de preparación y realización del juicio oral, la misma que 

finaliza con la sentencia. La parte central es el juicio oral en sí mismo, espacio 

donde las partes han asumido posiciones contrarias y debaten sobre las 

pruebas en busca de convencer al juzgador sobre la inocencia o 

culpabilidad del acusado. 

     2.5.1 Citación a Juicio 

El Dr. Simón DAMACEN MORI Juez del 10° Juzgado Unipersonal de la Corte 

Superior de Justicia de la Libertad mediante resolución N° 1 de fecha 19 de 

noviembre del 2013 dictó el auto de citación a Juicio Oral para el día tres 
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de diciembre del año 2013, contra el acusado Pedro Eleazar CHÁVEZ 

ROSARIO como presunto autor del delito de tenencia ilegal de armas de 

fuego  y municiones en agravio del Estado disponiendo emplazar a las 

partes del proceso; al acusado, Fiscal, al procurador Público y a los testigos. 

2.5.2 Audiencia de Juicio Oral 

El tres de diciembre del  2013 se dio inicio al Juicio Oral a cargo del Dr. 

Simón DAMACEN MORI Juez del 10° Juzgado Unipersonal, quién después 

de instalar la audiencia e  identificar a las partes dispuso que las partes 

expusieran sus alegatos de apertura:  

El Fiscal explicó que se acreditaría la culpabilidad del imputado con los 

medios de pruebas ofrecidos 

El acusado a la pregunta del Juez manifestó que acepta los cargos y se 

considera responsable de los hechos atribuidos en la acusación Fiscal 

mencionando que estaba arrepentido. 

El abogado defensor expuso sus alegatos de apertura y solicitó la 

Conclusión anticipada. 

     2.5.2.1 Conclusión Anticipada 

A pedido del abogado defensor el juez  concedió un tiempo para que 

lleguen a un acuerdo sobre la pena y la reparación civil,  el cual fue 

negativo, ya que el Fiscal solicitaba 5 años de pena con el carácter 

efectiva y una reparación civil de 1,000.00 soles mientras que el 

abogado defensor pretendía una pena de cuatro años suspendida y 

una reparación de S/500.00 soles. 

2.5.2.2 Actuación Probatoria 

Antes de iniciar el debate probatorio la defensa solicito la incorporación 

como nuevo medio de prueba; un certificado domiciliario y copias de 

los DNI  de su esposa y de sus hijos, que sustentaban arraigo familiar y 

laboral, sin embargo hubo oposición por parte de la Fiscalía. 
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El Juez resolvió declarar improcedente como medio de prueba el 

certificado domiciliario porque dentro de expediente  ya se encontraba 

identificado al acusado y en cuanto a los DNI y partidas de nacimientos 

de la esposa e hijos los admitió porque consideraba que ayudaban a 

determinar las condiciones sociales del acusado. 

El juez dispuso la continuación del debate probatorio y se procedió: 

a) Declaraciones de los Efectivos Policiales: 

- PNP GUERRERO ALAMEDA Ledys, quién ratifica que 

interviene en la intervención policial,  y reconoce al 

acusado por el periódico 

- PNP DÍAZ ZAVALETA Cesar quién se ratifica su participación 

en la intervención policial y reconoce al acusado. 

- SOB PNP REAÑO PLASENCIA Manuel Jesús, quien se ratifica 

su participación pero no o reconoce al acusado. 

- PNP VEGA CÁCERES Cesar, perito balístico quien ratificó el 

resultado que el arma de fuego era de fabricación 

artesanal y estaba en buen estado de funcionamiento. 

- Mayor PNP SÁNCHEZ PEREDA Manuel, Perito Ingeniero 

Forense quien ratificó el resultado del examen de restos de 

disparos de arma de fuego practicados al acusado. 

 

b) Oralización de Documentales   

Los presentados por el Ministerio Público: Acta de 

intervención policial, de registro personal e incautación y 

comiso, el Oficio N° 1590- 2013, El dictamen pericial de 

balística forense N° 817-2013, el dictamen pericial de restos 

de disparos de arma de fuego N° 879-2013 y las copias 

certificadas de la sentencia condenatoria anticipada de 

fecha 05.09.2012 y los presentados por el abogado defensor: 

Copia del DNI de la conviviente y los DNI de los menores hijos 

del acusados así como sus partidas de nacimientos. 
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         2.5.2.3 Alegatos de Clausura 

a. El Ministerio Público.- alega que el delito cometido por el acusado 

en agravio del Estado ha quedado probado con los medios 

probatorios actuados y que amerita una sanción de pena 

privativa de libertad de 10 años y una reparación civil de 1,000.00 

soles. 

b. El Abogado Defensor.- alega que su defendido se ha declarado 

convicto y confeso del delito y apela al criterio de justicia y 

equidad e invoca que está arrepentido, y es un padre de familia 

con tres hijos menores de edad y se debe tener en cuenta si va a 

la cárcel quedarán en un estado de abandono, por lo que 

solicita que se le imponga una pena suspendida. 

 

   2.5.3 Sentencia en Primera Instancia 

2.5.3.1 Hechos probados 

 Que evaluados y valorados los medios probatorios durante el 

juzgamiento se determinó lo siguiente: 

 Que el  08 de julio del 2013 fue intervenido el acusado por lo 

miembros policiales y se le encontró en su registro personal un 

arma de fuego operativa y una munición. 

 Que el acusado ha admitido los cargos de la acusación 

fiscal, que tenía en posesión el arma de fuego sin potar la 

licencia correspondiente 

 A pesar que la pericia de absorción atómica dio positivo no 

se ha encontrado evidencia que el arma hubiera sido 

disparada recientemente. 

 No existe prueba objetiva e idónea que acredite que el 

acusado antes de la intervención haya estado cometiendo 

algún otro delito. 
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2.5.3.2 Determinación de la Pena 

Según el Juez determinó la pena teniendo en cuenta las 

condiciones personales del agente (su cultura, situación 

económica, educación, medio social entre otros), las circunstancias 

en que se desarrolló el evento, las consecuencias que originó (daño 

o peligro), la importancia de los deberes infringidos  valorado todo 

ello en aplicación de los principios de proporcionalidad, 

razonabilidad y lesividad. También valoró el hecho que el acusado 

había admitido su responsabilidad aceptando su culpabilidad 

mostrando arrepentimiento mostrando que va enmendar su 

conducta, resaltando que es padre de familia de 3 menores hijos (5, 

3 y 10 meses de edad), que si se le impone una pena privativa  se 

pondría en peligro la subsistencia de los menores 

 

Que el delito de tenencia ilegal de armas  es un delito de peligro 

abstracto que está en relación directa con el peligro que se pone a 

la población y que este caso al imputado no se le ha encontrado 

realizando otro acto delictivo, más aun si no se ha probado en 

audiencia por lo resulta prudente imponer una pena de carácter 

suspendida. En cuanto a la sentencia condenatoria del acusado 

por lo cual registra antecedentes judiciales, no se puede utilizar  

como causal para imponer una mayor penalidad porque no se 

acredita mayor peligrosidad ya que en otro proceso se le encontró 

5 cartuchos calibre 38mm. 

 

2.5.3.3 Fallo 

Se condenó al acusado Pedro Eleazar CHÁVEZ ROSARIO como 

autor convicto y confeso por el delito de tenencia Ilegal de Armas  

de fuego en agravio del Estado a cuatro años de pena privativa de 

libertad suspendida en su ejecución por el lapso de tres años y al 

pago de una reparación civil de S/.1,000.00 soles a favor del 

agraviado y se dispone su excarcelación bajo las siguientes reglas 

de conducta: 
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- No variar de domicilio sin previa autorización. 

- Concurrir a la Fiscalía cada 30 días a fin de informar sus 

actividades y firmar el registro de sentenciados. 

- No cometer nuevo delito doloso. 

- Reparar el  daño ocasionado, cancelando la reparación civil en 

el lapso de 90 días. 

     Observaciones: 

 El certificado domiciliario como medio de prueba es impertinente 

a pesar que el acusado ya se encontraba identificado en el 

expediente considero que el arraigo familiar y laboral propuesto 

por el abogado defensor, ya se había determinado en la 

audiencia de prisión preventiva.  

 En cuanto al examen pericial de restos de disparos es innecesario 

por cuanto es irrelevante para la configuración del tipo penal. 

 En cuanto a la determinación de la pena considero que el Juez no 

utilizó adecuadamente el sistema de tercios que prevé el art 45-A 

del Código Penal trasgrediendo el principio de legalidad, no 

existiendo explicación de la imposición de una pena por debajo 

del mínimo, más aún que existen dos atenuantes; las condiciones 

sociales del imputado y la voluntad de reparar del daño 

ocasionado, y la agravantes de tener antecedentes penales, por 

lo que la pena se debería determinar a partir del tercio intermedio, 

(entre 9 más un día a 12 años) y a esto se le disminuiríamos un 

séptimo un año, 8 meses con 17 días en mérito a la conclusión 

anticipada la pena a imponer sería de 10 años con 3 meses y 13 

días. 

  2.6 Recurso de Apelación: 

Que con fecha 10 de enero del 2013 el Fiscal Dr. Daniel MACEDO RABINES 

interpone formalmente recurso de apelación contra la resolución N° 08  

de fecha 07 de enero del 2014 que dispone la sentencia condenatoria a 
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Pedro Eleazar CHÁVEZ ROSARIO en el extremo impugnado a la cuantía 

de la pena de  4 años de pena privativa de libertad suspendida. 

La fiscalía considera que la pena impuesta está muy por debajo del 

mínimo legal y que no se ha valorado en forma conjunta de los medios 

de prueba, siendo así la pena impuesta al acusado resulta 

desproporcional con la conducta desplegada por el agente, siendo que 

no es un agente primario en la comisión del delito y que ya se le brindó la 

oportunidad al acusado para salir adelante con su familia, por lo que 

solicita que se revoque la apelada y se fije 10 años de pena privativa de 

libertad efectiva para el acusado. 

  2.7 Sentencia de Vista 

Mediante resolución N° 19 de fecha 30 de julio del 2014 la Primera Sala 

Penal Superior de la Corte Superior de Justicia de La Libertad resolvió la 

apelación de la resolución N°8 de fecha 07 de enero del 2014  expedida 

por el 10° Juzgado Unipersonal de Trujillo que fallo condenando al 

acusado a cuatro años de pena privativa de libertad suspendida en su 

ejecución por el lapso de tres años.  

     2.7.1 Análisis 

La Sala Penal Superior en su análisis del caso indica que se pronuncia 

solo en el extremo impugnado relativo a la determinación de la pena 

precisando que el Juez lo hará en coherencia con los principios de 

legalidad, lesividad, culpabilidad y proporcionalidad prescritos en los 

art II, IV, V, VII, Y VIII del Título preliminar del Código Penal Asimismo 

aplicando el sistema de tercios según el art 45-A y en concordancia 

con los art 45 y 46 del CP 

Que no se aprecia en lo absoluto la existencia de circunstancias 

atenuantes específicas que orienten una pena por debajo del mínimo 

legal (6 años). 
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Que el hecho de haber admitido ser el autor del delito materia de la 

acusación en juicio oral que dio lugar a la conclusión anticipada solo 

le da derecho la reducción de un séptimo del quantum de la pena 

Que no es un argumento de justificación de reducción de la pena el 

hecho de que el delito de tenencia ilegal de armas de fuego es un 

delito de peligro abstracto y que no se habría generado peligro a la 

población por no haberse realizado ni probado que se hubiere 

cometido otro delito de peligro concreto. 

El hecho de que el acusado es padre de familia de tres menores de 

edad y de aplicarse una pena efectiva colocaría en un estado de 

necesidad a los menores no puede ser considerado como 

circunstancia específica de atenuación de pena por debajo del 

mínimo sino como circunstancias comunes o genéricas (art 45° CP) 

La Sala considera un error el criterio del Juez de primera instancia que 

considera que los antecedentes penales no acreditan  un mayor 

grado de peligrosidad en la conducta personal y que no se puede 

utilizar como causal para imponer una mayor penalidad. 

    2.7.2 Determinación de la Pena: 

La Sala determinó la pena de la siguiente manera: 

- 1° Pena básica o pena legal del delito de tenencia Ilegal de 

armas de fuego art. 279°  del CP. De 6 a 15 años. 

- 2° En aplicación de lo previsto en los art 45° y 46° del CP se 

pondera como circunstancias atenuantes comunes o 

genéricas:  

Las carencias sociales del acusado (art 45°.1) 

La reparación voluntaria del peligro generado (art. 46°.1 literal 

f del CP) 

- 3° Ahora bien se aplica el sistema de tercios (art 45°-A) 

Tercio inferior: de 6 a 9 años 

Tercio intermedio: de 9 años un día a 12 años 
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Tercio superior: de 12 años un día a 15 años. 

Si solo concurren circunstancias atenuantes genéricas la 

pena se debe determinar en el tercio inferior de 6 a 9 años, 

entonces la Sala ponderando  la plena responsabilidad del 

agente y la relativa gravedad del hecho (tenencia de un 

arma casera o artesanal que solo funciona con el martillo 

percutor), cabe fijar una pena de 8 años de pena privativa 

de libertad. 

- 4° A esta pena se le reduce un séptimo, por la conclusión 

anticipada que sería: 

08 años=96 meses dividido entre 7 da como resultado 13 

meses y 21 días, lo que es igual a 1 año un mes y 21 días. 

Luego se resta el resultado a los 8 años da como resultado la 

pena a imponer. 

     2.7.3 Fallo 

La Primera Sala Penal Superior de la Corte Superior de Justicia de La 

Libertad resolvió por unanimidad la apelación reformándola a la 

imposición de SEIS AÑOS, DIEZ MESES Y NUEVE DIAS DE PENA PRIVATIVA 

DE LIBERTAD, cursando oficio para su ubicación y captura del 

sentenciado Pedro Eleazar CHÁVEZ ROSARIO. 

 

Observación 

En términos generales estoy de acuerdo con el criterio de la Sala Penal en 

que la pena impuesta por el Juez de primera instancia no puede estar por 

debajo del mínimo por la incorrecta aplicación de los criterios en la 

determinación de la pena del Juez de primera instancia. Sin embargo a mi 

criterio no estoy de acuerdo con la Sala en cuanto a que solo concurren 

circunstancias atenuantes genéricas y por lo tanto la pena concreta se debe 

determinarse dentro del tercio inferior, no considerándose el hecho de que el 
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imputado tiene antecedentes penales por lo tanto tiene una agravante que 

lo implicaría que la pena se determine dentro del tercio intermedio.  

A pesar que la Sala afirme que en el cuaderno judicial solo existen 

afirmaciones, que no se corroboran con elementos de prueba. Considero 

que se podía corroborar con las copias de la sentencia anterior, en donde se 

puede colegir que el acusado fue sentenciado. 
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Conclusiones 

 

El delito de tenencia ilegal de armas es un tipo penal de peligro 

abstracto y de  mera actividad, que no requiere que la acción haya 

ocasionado un daño previo, sino que es suficiente que el bien 

jurídicamente protegido sea puesto en peligro; es decir se presume la 

posibilidad de daño para el bien jurídico protegido. 

Considero que la nueva tipificación de este delito está más acorde 

con la realidad, sancionándose a toda persona que no se encuentre 

autorizado.  

Lo que se castiga es la desobediencia a la norma es decir a aquellas 

personas que no cumplen con los requisitos establecidos para adquirir 

la correspondiente autorización para portar armas. 

Para su configuración se deberá acreditar la carencia de la 

autorización correspondiente y la idoneidad de arma. 

Teniendo en cuenta que la pena debe ser proporcional al grado de 

reproche que pueda hacerse al autor, en los casos de licencias 

vencidas o caducadas debe castigarse con sanciones administrativas 

y además teniendo en cuenta que el derecho penal es de ultima ratio 

o de Intervención  mínima.  
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A. Planteamiento del Caso 

Proceso Civil que obra en el expediente 00268-2012 del Séptimo Juzgado  

Especializado Civil de Trujillo 

Que mediante escrito postulatorio David Moisés Guarderas Delgado en 

representación de doña María Isabel Guarderas Delgado acude al órgano 

jurisdiccional con la finalidad de interponer demanda de tercería de propiedad acción 

que la dirige en contra Ítalo Domingo Cassinelli Centenario, Ítalo Edmundo Cassinelli 

Peralta, Ricardo Cesar Cassinelli Peralta, Ana María Cassinelli Peralta, María Teresa 

Cassinelli Peralta, todos debidamente representados por Luis Orlando Castillo del 

Solar y contra la Constructora PYPSA SAC, representada por Cesar Dante Paredes 

Fonseca, Carlos Dante Paredes Fonseca, Ana Patricia Esteves Mesías de Paredes, 

Mirna Luisa Tatiana Margarita González de Orbegoso Vanini, solicitando la 

suspensión de la ejecución forzada en el proceso signado como expediente 6894-

2009 seguido por Luis Orlando Castillo del Solar contra la Constructora PYPSA SAC y 

otros sobre obligación de dar suma de dinero, y la desafectación del inmueble 

ubicado en la Av. Mansiche N° 957, 981, Sub Lote 1, Parcela 1, Ex Fundo El Calvario, 

Departamento 407 Block B del Distrito y Provincia de Trujillo. 

1. Hechos: 

Que mediante Resolución judicial de fecha 22.12.2009 el Juez Titular del séptimo 

Juzgado Especializado en lo Civil dispuso se trabe Embargo en forma de Inscripción 

sobre el predio inscrito en la PE 11126296 hasta por la suma de US$. 500,000.00 

dólares americanos a favor de Luis Orlando Castillo del Solar en el proceso seguido 

contra la Constructora PYPSA SAC sobre Obligación de dar suma de dinero Medida 

Cautelar fuera del proceso Exp. 6894- 2010. 

Cabe señalar que el predio inscrito en la PE 11126296 fue independizado de la PE 

11054263 siendo adquirido por la Constructora PYPSA SAC a Ítalo Domingo Cassinelli 

Centenario. 

La Constructora PYPSA SAC subdividió su inmueble en tres sub lotes; 1, 2, y 3, en el 

cual el sub lote 1, para la construcción y venta de departamentos, la cual mediante 

Escritura Pública de contrato de compraventa celebrado el 20.05.2009 vendió el bien 
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inmueble a la demandante; el dpto. 407 Block B cuarto piso Av. Mansiche N° 957, 981 

Sub Lote 1 Parcela 1 Ex Fundo el Calvario- Trujillo inscribiéndose en la PE 11131286 a 

consecuencia de su independización.  

Haciendo un análisis la medida cautelar tiene fecha posterior a la fecha de adquisición 

del bien inmueble  de la demandante, por lo que al trabarse el embargo en forma de 

inscripción  se colige que el predio de la demandante ya no es de propiedad de los 

señores Cassinelli Peralta, y por lo tanto su bien inmueble no puede responder por 

una obligación ajena ya que él no es el titular de la obligación y tampoco es parte de 

del proceso. Por lo que con la finalidad de salvaguardar sus intereses, para desafectar 

su bien inmueble interpuso una demanda de Tercería de propiedad contra los 

demandados en el mismo Juzgado que dictó la medida cautelar. 

B.- Análisis del Caso. 

 

1. Etapa Postulatoria: 

1.1 La Demanda. 

Montero Aroca define a la demanda como “el acto procesal de parte por el que se 

ejercita el derecho de acción y contiene la pretensión; por ello se dice que la 

demanda como acto es un continente, por medio de ella se ejercita el derecho de 

acción y se interpone la pretensión”.1 

 

La demanda se orienta al logro de dos objetivos: el inmediato que persigue el inicio 

del proceso y el mediato que busca el pronunciamiento definitivo de la jurisdicción 

También lo puedo definir como el escrito por el cual se inicia el proceso que tiene 

por objeto determinar las pretensiones del actor mediante el relato de los hechos 

que dan lugar a la acción, invocación del derecho que lo fundamenta conforme a 

lo prescrito en los artículos 424° y 425° del Código Procesal Civil Peruano. 

En conclusión es un acto procesal por el cual se ejercita el derecho de peticionar a 

las autoridades peticionando la iniciación de un proceso. 

 

 

 1. MONTERO AROCA, Juan. Derecho Jurisdiccional, l. ll, Proceso civil, Bosch, Barcelona, 1995, p. 129. 
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1.2 Tercería de Propiedad 

“La tercería de propiedad es la acción que corresponde al propietario de un bien 

que  resulta afectado por una medida cautelar  o de ejecución dictada para hacer 

efectiva una obligación ajena y tiene como finalidad la desafectación del bien2 “ 

Según Lino Palacios: “en términos generales denominase tercería a la pretensión 

que puede interponer una persona ajena a las partes que intervienen en un 

determinado proceso a fin de que se disponga el levantamiento de un embargo 

trabado sobre un bien de su propiedad”3  

En conclusión es un mecanismo de oposición a la ejecución por parte de tercero 

ya sea porque este tercero acredita tener derecho de propiedad de los bienes que 

han sido afectados por medida cautelar o para su ejecución o porque es titular de 

un derecho preferente al del acreedor. Y que se tramita por medio de las normas 

del proceso abreviado. 

Desde el punto de vista sustantivo.- es el derecho que deduce un tercero entre 

dos o más litigantes, reclamando por un derecho real o propio. 

Desde el punto de vista procesal.- es una pretensión jurídica que se tramita vía 

proceso abreviado por el cual una tercera persona reclama ingresar en la relación 

jurídica procesal expresando un derecho incompatible con el remate o un derecho 

preferente de pago. 

Oportunidad.- De conformidad con el artículo 534º del Código Procesal Civil, la 

tercería de propiedad puede interponerse en cualquier momento antes que se 

inicie el remate del bien; es decir, el verdadero propietario del bien puede 

interponer la demanda de tercería de propiedad, aun cuando el bien afectado 

haya sido convocado a remate, pero no adjudicado, logrando de esta forma la 

suspensión del remate y la correspondiente desafectación del bien. 

 

2. Cas. N° 991-98/Huánuco 

3. PALACIOS. Lino Enrique. Manual de derecho procesal civil. Buenos Aires, 2003. 984 p 
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Los requisitos de la demanda de tercería además de los requisitos señalados en el 

art 424° y 425° del CPC es la existencia de una medida cautelar trabada sobre 

bienes de propiedad de tercero, la acreditación fehaciente del derecho en que se 

funda el tercerista, ya sea con documento público o privado de fecha cierta y el 

ofrecimiento por parte del tercerista de garantía suficiente a criterio del Juez para 

responder por los daños y perjuicios que la tercería pudiera irrogar, en el caso que 

no  pruebe el derecho invocado por el interesado. 

1.3 Análisis a la Demanda 

 Considero que en este escrito existen observaciones de carácter formal que 

no implican en la admisibilidad de la demanda como: que en los fundamento 

de hecho se indica jurisprudencia específicamente dos casaciones cuando lo 

lógico sería indicarlo en los fundamentos de derechos. 

 Asimismo en el punto IV de la demanda se indica legitimidad para Obrar 

mencionándose que el demandante David Moisés Guarderas Delgado actúa 

en representación de la Sra. María Isabel Guarderas Delgado mediante poder 

inscrito en Registros Públicos repitiéndose con lo indicado en el inicio de la 

demanda. 

 Otra observación sería la redundancia que se hace en la indicación de la vía 

procedimental, pues se menciona en el punto V así como en el petitorio, en 

todo caso no se debió indicarse en el petitorio. 

 En el presente caso se emplazó los demandados en el petitorio y se verifica 

además que a la codemandada Constructora PYPSA SAC y a sus 

representantes  se les emplazo correctamente es decir de acuerdo a como 

habían sido emplazados en el proceso que obra en el expediente 6894-2009, 

conforme lo establece el art 533 del CPC “que la tercería se entiende con el 

demandante y demandado...”. 

 En cuanto a los medios probatorios adjuntados  considero que son 

pertinentes y necesarios porque fundamentan la propiedad del tercerista. 
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1.4 Inadmisibilidad de la Demanda 

Antes de dar trámite a cualquier petición, es potestad de los jueces señalar 

los defectos u omisiones que se adolezcan, ordenando que se subsanen 

dentro del plazo que fije. 

“Conforme a la ley y a la doctrina una demanda  resulta inadmisible, 

cuando ello no satisface las exigencias de orden formal que condicionan su 

admisión a trámite”4. Cas. N°1076-96 Cusco. 

 

En el presente caso mediante la Resolución N° 01 de fecha 27 de enero del 

2012 el Dr. Justo Vera Paredes Juez provisional del 7° Juzgado Civil declaró 

INADMISIBLE la demanda por no haber adjuntado un arancel judicial por 

exhorto, concediéndole un plazo de dos días para subsanar. . 

Posteriormente el demandante subsanó lo requerido por el Juez dicha 

resolución, sin embargo el Juez mediante Res. N°2  de fecha 21.03.2012 

resolvió RECHAZAR la demanda ordenando su archivamiento, por no haber 

subsanado lo requerido, esto es que el demandante debería adjuntar dos 

aranceles judiciales de exhorto y solo adjunto uno. La cual el abogado de la 

demandante apeló dicha resolución, concedida con EFECTO SUSPENSIVO 

mediante res. N° 03 de fecha 04.05.2012. 

 

1.5 Auto de Vista: 

La Primera Sala Civil de la Corte Superior de justicia de La Libertad el 16 de 

julio llevó a cabo la Vista de la Causa y mediante Res. N° 05 resolvieron la 

apelación de la Resolución N° 2 declarándola NULA disponiendo que el Sr Juez 

de  1° instancia califique nuevamente la demanda, basándose en los 

siguientes fundamentos:  

 Que la resolución N° 02 contiene un serio vicio de incongruencia en referencia 

con la demanda, la resolución N° 01 y al norma que regula el pago de aranceles 

judiciales afectando el derecho fundamental de los actores a la tutela procesal 

efectiva, en su expresión de acceso a la justicia. 

 
4. Cas. N°1076-96 Cusco. 
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 En la resolución número uno se advierte que se deja constancia que solo se 

había presentado un arancel judicial por exhorto y que solo faltaba un arancel 

judicial, no obstante en la resolución numero dos se sostiene algo distinto, 

que lo exigido eran dos aranceles.  

 Que se ha omitido o no se ha advertido que el emplazamiento de los 

demandados que residen en Lima se había solicitado  a través de su 

apoderado, don Luis Orlando Castillo del Solar con dirección domiciliaria en 

Jr. Junín N° 263 de esta ciudad. 

 Que de acuerdo a la sétima Disposición Complementaria y Final de la Res. 

Administrativa N° 009-2012-CE-P que aprueba el cuadro de aranceles 

Judiciales para el ejercicio gravable del año 2012, en su artículo primero, 

siguientes no distingue que deba presentarse tantos aranceles como sujetos 

procesales deban ser emplazados sino que se exige un arancel por distrito 

judicial donde deba efectuarse la notificación, y que asumiendo que el 

emplazamiento debiera efectuarse a los demandados en los distritos de Surco 

y San Isidro, solo sería exigible un solo arancel por tratarse de un solo Distrito 

Judicial. 

 

1.6 Admisión de la demanda 

Mediante resolución N° 7 de fecha 20 de setiembre del 2012 el Dr. Marco 

Antonio Celis Vásquez Juez del Séptimo Juzgado Civil de Trujillo resolvió 

ADMITIR la demanda y corrió traslado a las partes y ordenó SUSPENDER la 

ejecución del proceso 6894-2009 en lo respecta a la ejecución del inmueble del 

demandante.  

1.7 Contestación de la demanda 

Es la posibilidad que tiene la parte demandada de contradecir o no la demanda. 

El principio de bilateralidad brinda esa oportunidad y no exige la 

materialización de la contradicción y este se agota en la posibilidad de 
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contradecir o no. El derecho de acción y el derecho de acción se identifican con 

el derecho de defensa frente a las pretensiones del demandante. 

 

1.7.1 Contestación del codemandado Luis Orlando Juan Castillo del Solar.- en 

representación de los Señores Cassinelli Centenaro  y Cassinelli Peralta 

contestó la demanda solicitando se declare infundada la demanda 

pronunciándose sobre los puntos expuestos en la demanda: 

En que el demandante no es propietario del bien inmueble por lo que a la fecha 

de la inscripción de la medida cautelar el bien inmueble se encuentra inscrito a 

nombre de la codemandada Constructora PYSA SAC y que el contrato de 

compraventa  adjuntado por el demandante no se encuentra inscrito. 

En los Fundamentos de hecho el demandado funda su defensa: 

 En que el contrato de compraventa con que acredita su propiedad el 

tercerista es sobre Bien Futuro que está sujeto a la condición suspensiva 

de que el bien vendido llegue a existir y consecuentemente el contrato 

de compraventa seria valido desde su celebración pero sus efectos, o 

sea tanto la obligación del comprador de pagar el precio como la del 

vendedor de transferir la propiedad del bien estarían suspendidos  

hasta el momento en el bien tuviera existencia física. 

 En que existe discrepancia en relación a la identificación del bien entre 

el documento privado y la información que otorga el registro y por lo 

tanto la demanda debió ser rechazada por la incoherencia: en la 

demanda dice departamento bloque B Dpto 407- Edificio Residencial 

Cassinelli-Av Mansiche N°957,981 Sub lote 1 Parcela 1, Ex fundo El 

Calvario y en el contrato de compraventa Bloque 15-4° piso Dpto. 

“B”407. 

 La codemandada Constructora PYPSA SAC realizó la independización del 

lote materia de la controversia subdividiéndolo en tres sub lotes, 

ubicándose el bien del demandante en el sub lote 1 y que esto debió ser 

objeto de aclaración en el momento de la celebración del contrato de 
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compraventa, razones por las cuales la demanda incurre en las causales 

de improcedencia. 

 Afirma que no existe un derecho real ya que el contrato de compraventa 

es sobre un bien futuro, y no existe una relación entre la persona la cosa 

y que además dicho contrato contiene una cláusula de reserva de 

propiedad. 

 Que el Juzgado no hizo una correcta calificación al escrito de la 

demanda, pues se aprecia que no reúne los requisitos de admisibilidad 

y procedencia, porque el derecho de propiedad del tercerista se 

sustenta en un contrato de compraventa de un bien que no existe y que 

acompaña como medio probatorio la copia literal del sub lote 1 donde 

obra inscrita la independización y reglamento interno. 

 Que la medida cautelar interpuesta se basa en los principios de 

Publicidad, Prioridad y Buena Fe Registral. De publicidad porque fue 

otorgada en base a la información otorgada por el Registro donde se 

verifica que la propiedad es de propiedad de la Constructora PYPSA SAC, 

por lo que se debería tener en cuenta el principio de la Buena Fe 

Registral por considerarse un tercero de buena fe y de Prioridad por 

tratarse de un bien futuro y que los efectos de la inscripción se 

retrotraen a la fecha de presentación del acto inscribible. 

 Asimismo indica que los codemandados celebraron el 06 de marzo del 

2012 una transacción extrajudicial de reconocimiento de obligaciones y 

se levantó las medidas cautelares sobre una serie de unidades 

inmobiliarias no siendo el caso de la tercerista. 

Por todos esto motivos la codemandada solicitó declarar Improcedente la 

demanda en razón de que el título en que se funda la acción no es oponible 

al derecho de su representada. 

 

1.7.2 Contestación del codemandado Constructora PYPSA SAC 

Que mediante resolución N° nueve de fecha once de abril del 2013 el Dr. 

Sabina Olinda Salazar Díaz Juez titular del 7° Juzgado Especializado en lo Civil 

declaró la REBELDÍA de los demandados Constructora PYPSA SAC, Esteves 
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Mesías de Paredes Ana Patricia; González Orbegoso Vanini Mirna Luisa 

Tatiana; Paredes  Fonseca Carlos Dante y Paredes Dante Cesar Dante, por 

cuanto habían absuelto la demanda a pesar de estar debidamente notificada 

bajo apercibimiento de declarar su rebeldía. 

Asimismo declaró la existencia de una relación jurídica procesal valida entre 

las partes, así como SANEADO el proceso. 

 

1.8 Análisis de la Contestación de la Demanda 

 Que en los fundamentos de hecho, para explicar la naturaleza del contrato 

de compraventa sobre Bien Futuro e inexistencia de Documento de fecha 

cierta el codemandado en el punto 3.1 indica doctrina sobre la cosa futura 

considero que esto se debería indicar en los fundamentos de derecho, en 

los puntos 3.2 y 3.3 redunda en precisar que contrato de compraventa de 

bien futuro está supeditado a que el bien existiera y menciona que por lo 

tanto a la fecha de celebración del contrato el bien no existía  y que no 

puede ser oponible al derecho crediticio. 

Si visualizamos  los medios de pruebas adjuntados se puede verificar que: 

 Con respecto al bien futuro.- El Juez dictó la medida cautelar mediante Res. 

N°01 de fecha 22.12.2009 e inscrita en registros públicos  07.01.2010, 

fecha en que ya existía inscrita una independización inscrita el  24.09.2009, 

es necesario mencionar que uno de los requisitos principales para una 

independización es la existencia física del bien, conforme se verifica con la 

declaratoria de fábrica. Asimismo  el 13.11.2009 fue inscrito el reglamento 

interno  e  independización  de 121 unidades inmobiliarias de propiedad 

exclusiva y propiedad común hecha por la junta de propietarios, así como 

también la independización del bien inmueble de la demandante 

quedando inscrita en la PE 11131286  el 13.11.2009 aun a nombre de la  

Constructora PYPSA SAC.  

 A pesar de estar a nombre de la constructora es necesario mencionar que 

ese momento ya existían otros derechos reales ganados por los miembros 
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de la junta de propietarios ya que registros públicos no constituye 

derechos, recordemos que no es necesario la inscripción para ser 

propietarios. 

En conclusión no estoy de acuerdo con lo dicho por el demandado en 

cuanto no existía un derecho real por existir un contrato de compraventa 

de un bien a futuro, sino todo lo contrario conforme a lo explicado líneas 

arriba. 

 En cuanto a la indebida calificación de la demanda en cuanto a la 

incoherencia de la identificación del bien inmueble considero que la 

denominación block B o bloque 15- 4° piso no desvirtúa la identificación 

del bien porque en el contrato de compraventa se indica que el 

departamento será construido en el predio Av. Mansiche 957-981-1023-

1025-1027-1057 y del fundo el Calvario y en la demanda Av. Mansiche  957-

981 Sub lote 1, parcela 1, ex fundo el calvario, Dpto. 407 Block B-Trujillo; El 

juez hizo una correcta lectura de las copias literales de las partidas de 

dominio adjuntadas, concluyendo que eran el mismo predio. 

 En cuanto a los principios de Publicidad,  Prioridad y Buena fe registral 

considero que no rigen en este caso porque la inscripción en registros no 

cambia la naturaleza de los derechos, el tercerista tiene un derecho real y 

el demandado un derecho de crédito que son totalmente distintos y se 

aplica las disposiciones del derecho común; Porque solo son oponibles lo 

derechos reales sobre otro derecho  real es decir de la misma naturaleza; 

Por lo tanto el considero que el tercerista cuenta con el derecho preferente 

al analizar las fechas; la fecha del embargo fue el 07 de enero del 2010 

mientras que el derecho del tercerista  se perfeccionó el 13.11.2009. 

 En cuanto a la transacción extrajudicial hecha el 06 de marzo del 2012 

entre los codemandados considero que es impertinente en cuanto ya 

existía un proceso en marcha y el tercerista no estaba en la obligación de 

hacerla porque ya tenía un derecho real adquirido y no tenía era parte de 

ese proceso. 
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1.9 Declaración de Rebeldía 

Citando a LEDESMA NARVÁEZ, nos dice que “la rebeldía es una modalidad de 

inacción del demandado que se configura no con la ausencia de éste en el proceso 

sino con la omisión para contestar la demanda dentro del plazo señalado. La parte 

puede apersonarse al proceso y no contestar la demanda e incurre en rebeldía”5. 

En cuanto a al codemandado Constructora PYPSA SAC, al no haber absuelto el 

traslado de la demanda a pesar de estar debidamente notificado bajo 

apercibimiento de declarar su rebeldía; El Juez del Séptimo Juzgado Civil mediante 

resolución N° 09 del 11 de abril del 2013, declaró la  REBELDIA y además la 

existencia de una relación jurídica procesal valida entre las partes y SANEADO el 

proceso, e instó a las partes proponer los puntos controvertidos. 

2. Etapa Probatoria: 

Es la etapa donde acreditan las pruebas que se pretende demostrar de acuerdo a la 

pretensión, que se le plantea al juez, del mismo modo también hace valer su defensa 

y excepciones el demandado.  

Las partes tienen que demostrar de una manera fehaciente que las pruebas 

presentadas tienen la finalidad de crear certeza en el juez,  puesto de este modo el 

juez impartirá justicia, de acuerdo a la pretensión y de acuerdo con los medios 

probatorios presentados. 

Los medios probatorios pueden ser típicos (documento, testigos, declaración de 

parte, pericias e inspección judicial) y atípicos (no previstos en el art. 192° del CPC, 

están constituidos por auxilios técnicos o científicos que permiten lograr la su 

finalidad). 

2.1 Principio de Inmediación de la Prueba  

El principio de Inmediación está encaminado a lograr una relación directa entre el 

Juez y los medio de prueba incorporados al proceso y el objeto de la Inmediación  

 

5. LEDESMA NARVÁEZ, Marianella. “Comentarios al Código Procesal Civil”. Gaceta Jurídica. Tomo II, 2008, p. 

534. 
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Se centra en permitir al juzgador apreciar personalmente todo aquello que es 

ventilado en el proceso, procurando alcanzar una mejor percepción de lo narrado 

y lo ocurrido realmente6. 

En cuanto a los litigantes, mediante este principio se les brinda una mayor garantía 

de sus derechos, pues ellos son defendidos y probados a través de los elementos 

aportados al juicio, los cuales deben ser percibidos por el juez, quién llegado el 

momento se encargará de valorarlos. 

Con relación a los medios probatorios en sí el principio de intermediación le otorga 

una mayor eficacia, debido a que se excluye toda intermediación inútil, a cual 

puede ocasionar disuasiones erróneas, en cuanto a la interpretación y valoración 

de la pruebas y además generaría significativos gastos. 

2.2 Principio de Adquisición Procesal 

Consiste en que una vez incorporados al proceso los actos procesales 

(documentos, etc.) dejan de pertenecer a quien lo realizó y pasan a formar parte 

del proceso, pudiendo incluso la parte que no participó en su incorporación 

obtener conclusiones respecto de él. Acá desaparece el concepto de pertenencia 

individual, una vez se incorpore el acto al proceso. 

Es decir todo lo que se ha traído e incorporado al proceso, son utilizadas por el 

juez, sin importar quien la trajo7 

En el presente caso mediante a consecuencia de la propuesta del demandado los 

Señores Cassinelli  El Juez mediante resolución N° 10 del 08.05.2013 fijó los puntos 

controvertidos de conformidad con el artículo 468° del CPC y admitió medios 

probatorios,  y por tratarse de documentales  prescindió de la audiencia de 

pruebas y procedió al juzgamiento anticipado y concedió a las partes el plazo de 

cinco días para que presenten sus alegatos si así lo estimen conveniente. 

6.http://blog.pucp.edu.pe/blog/seminariotallerdpc/2009/10/15/principios-procesales-y-el-titulo-preliminar-del-
codigo-procesal-civil/. 
7.www.pj.gob.pe/wps/wcm/connect/Principios+generales+que+rigen+la+activida+probatoria.pdf 

 

http://blog.pucp.edu.pe/blog/seminariotallerdpc/2009/10/15/principios-procesales-y-el-titulo-preliminar-del-codigo-procesal-civil/
http://blog.pucp.edu.pe/blog/seminariotallerdpc/2009/10/15/principios-procesales-y-el-titulo-preliminar-del-codigo-procesal-civil/
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2.3 Puntos Controvertidos: 

 Determinar si la escritura pública de compraventa de fecha 20 de mayo del 

2009 resulta ser título suficiente para acreditar al demandante tiene 

derecho de propiedad sobre el bien inmueble y si dicho título resulta 

oponible al derecho de crédito de los demandados. 

 Determinar si corresponde a los demandados un derecho preferente de 

pago sustentado en la medida cautelar de embargo frente al derecho de 

propiedad del demandante. 

 Determinar si corresponde en su caso, establecer si la existencia de un 

contrato de compraventa de bien futuro es oponible y acredita un derecho 

preferente en relación al derecho de crédito de los demandados. 

 

Análisis: 

Considero que no se debió plantear el tercer punto controvertido porque se 

pide lo mismo en el primer punto. 

 

2.4 Prueba de oficio 

Las pruebas de oficio son aquellas actuaciones realizadas por parte 

del Juez, quien al encontrarse ante un acopio de pruebas deficientes, y advertir a

demás que resulta necesario incorporar otros medios de prueba no ofrecidos por 

las partes, pero que resultan fundamentales para la resolución de un caso, ordena 

su incorporación y actuación en el proceso. 

En el presente caso mediante resolución N° 11 de fecha 29 de mayo del 2013 

dispuso admitir prueba de oficio copias certificadas del Exp. N°6894-2009 seguido 

por Domingo Cassinelli y otros contra Constructora PYPSA SAC, sobre obligación 

de dar suma de dinero, ordenando que se forme cuaderno cautelar para que se 

tuviera en cuenta para sentenciar. 

 

Análisis:  

Considero que el Juez no motivó esta resolución, por cuanto no da cuenta de las 

razones mínimas que sustentan la decisión, no explica de manera clara su decisión 

de incorporar a prueba de oficio. El abogado defensor del demandante debió 
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cuestionar esa prueba, de conformidad con el art 194° del CPC, al art 139° inciso 3 

de la Constitución Política del Perú y diversos pronunciamientos del Tribunal 

Constitucional como STC Nº 1480-2006-PA  y STC Nº 0728-2008-PHC. 

 

“el derecho a la debida motivación de las resoluciones importa que los jueces, 

al resolver las causas, expresen las razones o justificaciones objetivas que los 

llevan a tomar una determinada decisión. Esas razones, (…) deben provenir no 

sólo del ordenamiento jurídico vigente y aplicable al caso, sino de los propios 

hechos debidamente acreditados en el trámite del proceso”.8 

 

2.5 Medios Probatorios Admitidos 

2.5.1 De la parte Demandante.- adjuntó todos los medios probatorios que obran    

en los folios del 02-34: 

 Testimonio de la escritura pública de compra venta de fecha 20 de mayo 

del 2009, que acredita la propiedad del demandante 

 Copia literal de la partida electrónica 11054263 que acredita la propiedad 

del bien inmueble de los señores Cassinelli adquirida en mérito a 

resolución de Alcaldía emitida por la Municipalidad provincial de Trujillo, 

inscrito el 02.05.2006. 

 Copia legalizada de la partida electrónica N° 11054263 que acredita la 

transferencia del bien inmueble de propiedad del demandado Cassinelli 

a la Constructora PYPSA SAC inscrita el 08.02.2007. 

 Copia literal de la partida electrónica N° 11054263 de fechas 24.09.2009 

que acredita la declaratoria de fábrica del bien inmueble de fecha de 

inscripción 24.09.2009 

 Copia literal de la partida electrónica N° 11054263 de fechas 24.09.2009 

que acredita el cierre de esta partida electrónica a consecuencia de su 

independización de fecha de inscripción 24.09.2009 

 

 

      8. STC Nº 1480-2006-PA  y STC Nº 0728-2008-PHC  
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 Copia legalizada de la partida electrónica N° 11126296, generada de la 

partida  electrónica 11054263 a consecuencia de su independización, en 

donde se asume la organización por block manteniendo la numeración 

de departamentos, en donde se encuentra el bien inmueble embargado. 

Inscrito el 24.09.2009. 

 Copia legalizada de la partida electrónica N° 11126296 que acredita el 

Reglamento Interno e Independización de las 121 unidades inmobiliarias 

bajo el régimen de Propiedad Exclusiva  y Propiedad Común  

 Copia literal de dominio de la partida electrónica N° 11131286 que 

acredita de manera fehaciente la ubicación y la propiedad del bien 

inmueble del demandante inscrita en registro públicos el 13.11.2009. 

 Copia legalizada de la partida electrónica N° 11131286 que acredita la 

inscripción de la resolución judicial N° 1 de fecha 22.12.2009 que dispone 

se trabe el embargo en forma de inscripción del bien inmueble del 

demandante inscrita el 07.01.2010. 

 Copia de la partida electrónica N° 11106951 que contiene el 

otorgamiento de poder por escritura pública inscrito el 06.01.2009 donde 

la poderdante María Isabel Guarderas Delgado otorga facultades de 

representación al apoderado David Moisés Guarderas Delgado, lo que 

acredita la legitimidad para obrar. 

 Copia del documento Nacional de Identidad del recurrente 

 Copia de la constancia de Habilitación del abogado Luis Javier Castro 

More. 

   

2.5.2 Del codemandado Señores Cassinelli 

El representante de este sujeto procesal indicó que se admitan como medios 

probatorios las copias literales presentados por el demandante en mérito al 

Principio de Adquisición Procesal, no presentando ningún otro medio de 

prueba. 
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2.5.3 Del codemandado Constructora PYPSA SAC 

No se admitieron medios de prueba por no haberse ofrecido dada su situación 

jurídica de Rebeldes. 

 

3.- Etapa Decisoria 

Es la etapa del proceso civil que consiste en la actuación lógica y valorativa que realiza 

el juez para solucionar los puntos controvertidos, el conflicto de intereses entre las 

partes o elimina la incertidumbre jurídica aplicando el derecho que corresponde a 

cada caso en concreto. Esta decisión será plasmada en una resolución donde será 

debidamente motivada. 

3.1 Presentación de Alegatos: 

Alegato.- es la exposición oral o escrita del abogado, sintetizando  la   actuación, y 

el mérito probatorio de los medios de prueba, las razones y hechos controvertidos 

que acreditan a favor del patrocinado o defendido impugnado los actos del 

adversario. 

El demandante a través de su representante presentó al Juzgado sus alegatos 

basados en los siguientes hechos: 

 Que adquirió bien inmueble mediante escritura pública de 

compraventa e inscrita en registros públicos en fecha anterior a la 

inscripción de la medida cautelar. 

 Que es la legítima propietaria por haber cancelado la totalidad del 

precio de venta en forma directa a la Constructora PYPA SAC  

 Y para concluir el demandante criticó la pobreza las normas del Código 

Procesal Civil referentes al embargo y del artículo 2022° del CC y sobre 

los principios registrales de publicidad y buena fe y por consiguiente 

solicitó se declare fundada su demanda. 

        Análisis 

 Considero que en lugar de dar una explicación ambigua sobre los 

principios registrales debió de utilizar mejor estos principios para 
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sustentar su derecho; por ejemplo; debió mencionar que él tenía un 

derecho real mientras que el demandado un derecho de crédito y que 

por lo tanto no se aplica el art. 2022° CC porque para que haya oposición 

debe tratarse de dos derechos reales y en este caso no existía. 

 Asimismo en lugar de criticar el principio de publicidad debió de 

mencionarlo para acreditar su derecho de propiedad basado en que la 

fecha de la inscripción de su bien inmueble es anterior al de la inscripción 

al derecho de crédito. 

 En cuanto al principio de buena fe registral consideró que no debió 

mencionarlo porque no era un tercero de buena fe. 

 

3.2 Sentencia: 

Para Couture. Sentencia es el “Acto procesal emanado de los órganos 

jurisdiccionales que deciden la causa o punto sometidos a su conocimiento”. 

Por su parte, Ramírez Gronda, considera que la sentencia es la Decisión judicial 

que en la instancia pone fin al pleito civil o causa criminal, resolviendo 

respectivamente los derechos de cada litigante y la condena o absolución del 

procesado. 

Cabanellas, señala que sentencia es la “Resolución judicial en una causa y fallo en 

la cuestión principal de un proceso”9. 

Puede concluirse, diciendo que la sentencia es un acto procesal del Juez o tribunal 

a través del cual pone fin al proceso o a una etapa del mismo. 

3.3 Sentencia de 1° Instancia: 

El Juez del Séptimo Juzgado Especializado en lo Civil de Trujillo mediante 

resolución N° 18 de fecha 18.07.2014, declaró FUNDADA la demanda de tercería 

formulada por el demandante contra  los codemandados  ordenando  se deje  sin  

 

 

  9. https://temasdederecho.wordpress.com/tag/concepto-de-sentencia 

https://temasdederecho.wordpress.com/tag/concepto-de-sentencia
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 Efecto la Medida Cautelar de Embargo en Forma  de Inscripción sobre el inmueble 

de propiedad de la demandante materia de la Litis. 

El Juez después de pronunciarse sobre todos los actos procesales realizados en el 

proceso fundamentó su decisión en el análisis de los siguientes puntos 

controvertidos: 

 

 En cuanto al primer punto controvertido determinó que la Escritura Pública 

de compraventa es un documento público de fecha cierta idóneo para 

sustentar el derecho de propiedad, por cuanto se redactó ante Notario 

Público el 20 de mayo del 2009 y fue suscrita por el demandante y la 

Constructora PYPSA SAC y por lo tanto no puede ser cuestionado porque es 

un título suficiente que la demandante tiene como derecho de propiedad. 

 

 En cuanto a la identificación del bien inmueble tanto en la escritura pública 

así como en la demanda no existe ninguna incongruencia porque se trata del 

mismo bien inmueble ya que al no encontrarse independizado al momento 

de la suscripción de  la escritura pública de compraventa se le consignó otra 

numeración porque de la partida 11054263 se genera la partida 11131286 

donde se ubica el departamento. 

 

 En cuanto si los demandados tienen un derecho preferente de pago frente al 

derecho de propiedad del demandante estableció que el derecho de 

propiedad del demandante fue adquirido con anterioridad a la inscripción de 

la medida cautelar  y además se trata de dos derechos de diferentes 

naturalezas y que se debe de aplicar exclusivamente las normas de derecho 

común conforme lo establece la segunda parte del art 2022 del Código Civil; 

Por otro lado indicó que los artículos 2013°, y 2014° concernientes a los 

principios de Legitimación  y Fe registral y el art. 2016° del Código Civil sobre 

el principio de prioridad, los artículos VII, VIII y IX del Título  Preliminar del 

Reglamento General de los Registros Públicos no son de aplicación en este 

caso. 
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 En cuanto el tercer punto controvertido el Juez indicó que bastaba con lo 

expuesto en los dos puntos anteriores; es decir que la demandante tiene un 

título que le otorga la propiedad de fecha anterior a la inscripción de la 

medida cautelar en consecuencia posee un derecho preferente frente al 

derecho crediticio de los demandados. 

Análisis:  

Con respecto a la decisión del Juez de primera instancia estoy de acuerdo en declarar 

fundada la demanda pero considero que a esta resolución le faltó motivación o mejor 

dicho fue insuficiente, por cuanto no fundamentó sobre el bien futuro y estoy de 

acuerdo con los siguientes puntos: La escritura pública de compraventa es un título 

suficiente para acreditar el derecho de propiedad, porque no es necesario la 

inscripción en Registros Públicos para ser propietario, En base a las fecha de 

inscripción del derecho de propiedad del demandante y de la medida cautelar el 

demandante tiene un derecho preferente y además en que no existe incongruencia 

en la identificación del inmueble, por cuanto de la revisión del antecedente dominial 

adjuntado que el bien inmueble es el mismo.  

3.4 Apelación de la Resolución de 1° Instancia: 

El recurso de apelación es un acto jurídico procesal de parte, calificado como el 

más importante y usual en los recursos ordinarios propios del principio de 

pluralidad de instancias. 

Palacios Enrique entiende que se trata del “remedio procesal encaminado a lograr 

que un órgano judicial jerárquicamente superior con respecto al que dictó una 

resolución que se estima injusta la revoque o reforme total o parcialmente”10 

Falcón Enrique lo define como “el medio de impugnación que tiene la parte para 

atacar las resoluciones judiciales, con el objeto de que el superior las revoque total 

o parcialmente por haber incurrido el juez en un error de juzgamiento”11 

 
10. Lino Enrique Palacios: Derecho Procesal civil, Tomo V, Buenos Aires 1974, pg. 79 

11. Falcón Enrique M. Código procesal civil y Comercial de la nación anotado concordado y comentado Tono II 
Buenos Aires 1983 pg. 373. 
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El apoderado de los señores Cassinelli y otros formularon recurso de apelación 

contra la resolución de sentencia que declaró fundada la demanda, la cual fue 

admitida mediante resolución N° 19 de fecha 11.08.2014 y elevado al superior 

jerárquico, La 1° Sala Civil. 

La apelante solicitó que se declare su revocación en todos sus extremos basado en 

los siguientes fundamentos: 

 En que el a quo no tomó en cuenta que se trataba de un contrato de 

compraventa de bien a futuro, el cual no sustenta la propiedad, ya que al 

momento de la celebración del contrato existía solamente la promesa de 

la cosa esperada, es decir el bien no existía.  

 Que el contrato de compraventa está supeditado a la condición suspensiva 

de que el bien exista, explicando que el referido contrato seria valido desde 

su celebración pero sus efectos o sea la obligación comprador de pagar el 

precio como la del vendedor de transferir la propiedad del bien estarían 

suspendidos hasta que el bien exista y que por lo tanto no puede ser 

oponible frente al derecho crediticio, más aun si a la fecha el inmueble se 

encuentra a nombre de la codemandada Constructora PYPSA SAC. 

 Asimismo que por las razones explicadas anteriormente no existe un 

derecho real en base a un contrato de compraventa de un bien a futuro. 

 Que la medida cautelar fue inscrita en base a la publicidad otorgada por el 

registro, en donde figura el predio materia de la Litis inscrito a favor de la 

codemandada y que la medida cautelar fue inscrita previo al proceso de 

subdivisión e independización en unidades inmobiliarias.  

 Que su representado es un tercero de buena Fé (art. 2014 CC) y porque la 

medida cautelar inscrita prevalece en base al principio de prioridad (art. 

2016 del CC) al derecho del tercerista por tratarse de un bien que no tenía 

existencia física que no puede oponerse al derecho del acreedor y que por 

lo tanto se debió declarar infundada la demanda. 
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 Otro punto por el cual no debió amparase al demanda porque el bien no 

aparece registrado a nombre del demandante, puesto que el bien no tenía 

existencia física y por ende no se acreditó el derecho de propiedad del 

tercerista, mencionando como prueba de ello las fechas de inscripción de 

las partidas registrales de la independización del inmueble 11.11.2009, de 

la independización de los tres sub lotes de fecha 14.10.2009, del 

Reglamento interno e independización de fecha 03.12.2009, señalando 

que son fechas posteriores al del contrato de compraventa. 

 Que la identificación del inmueble no es la misma en relación de la 

demanda y la escritura pública de compraventa en donde se indica en 

anexo A-II: Departamento Block 15- 4to piso-Departamento B-407-Edificio 

Residencial Cassinelli y en la partida registral se refiere a departamento N° 

407-Block B-4to piso. 

 Que celebró con la codemandada una transacción extrajudicial, en la cual 

se reconoció las obligaciones con los poderdantes y se levantó las medidas 

cautelares de una serie de unidades de unidades inmobiliarias no siendo el 

caso la que le corresponde al tercerista. 

 Que no se tuvo en cuenta la resolución de vista de fecha 27 de enero del 

2012 referente a la identificación de los bienes materia de tercería que 

corresponden al bien futuro. 

     Análisis: 

 Al analizar las fechas de las partidas registrales del antecedente dominial 

del bien inmueble se verifica que el bien futuro tuvo existencia física con 

la inscripción de su independización en la PE 11131286 el 13 de 

noviembre del 2009, fecha anterior a la fecha de la inscripción de la 

medida cautelar. 

 No estoy de acuerdo con el análisis que hace el representante de los 

Cassinelli en cuanto a los principios registrales ya que basta con ver la 

fecha de inscripción de la medida cautelar 07.01.2010 y compararlo con 

todas las fechas ya sea de la inscripción del inmueble, de la subdivisión e 

independización, de la declaratoria de fábrica, así como la del reglamento 
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interno e independización de las unidades inmobiliarias de régimen de 

propiedad exclusiva y propiedad común se verifica que la medida cautelar 

fue inscrita en fecha posterior a todos los actos mencionados 

anteriormente y por lo tanto no se aplicaría esos principios para sustentar 

su apelación. 

 Para acreditar porque la demanda no se debió declararse fundada el 

apelante sustenta con las fechas de inscripción de las partidas de todos 

los actos mencionados anteriormente; Se puede constatar que el 

apelante hace una mala lectura de las fechas, cuando lo válido sería 

mencionar la fecha del asiento de presentación, conforme lo prescribe el 

art. IX del título preliminar del Reglamento General de los Registros 

públicos “los efectos de los asientos registrales, así como la preferencia 

de los derechos que de estos emanan, se retrotraen a la fecha y hora del 

respectivo asiento de presentación, salvo disposición en contrario”. 

 En cuanto a la identificación del bien inmueble indicado tanto en la 

demanda, en la escritura pública, así como en las partidas registrales 

considero que no hay ninguna discrepancia por cuanto el departamento 

407, Block B- 4to piso de la Av. Mansiche N°957-981, sub Lote 1, Parcela 

1 Ex Fundo El Calvario es el mismo inmueble consignado en la escritura 

pública de compraventa, el cual al no estar independizado al momento 

de la celebración del contrato se le consigno otra numeración. 

 

3.5 Sentencia de Vista 

La Primera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de la Libertad el 11 de Marzo 

del 2015, llevó  a cabo la vista de la causa del recurso de apelación contra la 

sentencia contenida en la resolución N° 18 de fecha 18 de julio del 2014 

resolviendo declarar NULA la sentencia y dispuso se expida nueva sentencia 

basado en los siguientes fundamentos: 

 Que es deber del colegiado expulsar cualquier vicio que impide alcanzar la 

finalidad del proceso garantizando el debido proceso como el derecho a 
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obtener de los órganos colegiados una respuesta razonada, motivada y 

congruente con las pretensiones deducidas oportunamente. 

 

 En el caso concreto el Juez ha indicado de manera genérica que el 

demandante tiene un título que le otorga la propiedad con fecha anterior a la 

inscripción de la medida cautelar y que por esta razón es preferente frente al 

derecho de crédito; sin embargo el Juez no explicó la naturaleza y efectos del 

contrato de compraventa sobre bien futuro y si este puede oponerse al 

derecho personal, por lo que no se analizó de manera razonable conforme lo 

previsto en el art 139° inciso 5 de la Constitución Política del Perú y al artículo 

122° del Código Procesal Civil. 

 

3.6 Nueva Sentencia: 

El Juez Supernumerario del Séptimo Juzgado Especializado en lo Civil de Trujillo 

mediante resolución N° 23 de fecha 12.08.2015 después de exponer los 

antecedentes del proceso expidió nueva sentencia declarando FUNDADA la 

demanda de tercería del presente caso y ordenó se DEJE sin efecto la Medida 

Cautelar de Embargo en Forma de Inscripción recaída sobre el inmueble ubicado 

en la Av. Mansiche N° 957, 981, Sub Lote 1, Parcela 1, Ex Fundo El Calvario inscrito 

en la partida electrónica N° 11131286 del Registro de Propiedad Inmueble de 

Trujillo ordenado por este Juzgado y declaró CONSENTIDA  la demanda. 

El Juez se basó en los siguientes fundamentos: 

 En primer lugar  se pronunció sobre la figura de la compraventa, afirmando 

que cualquier derecho real se adquiere con la concurrencia de dos requisitos 

esenciales: el Título que sería el contrato de compraventa y el modo que sería 

la trasmisión de la cosa o tradición y que si faltare uno de ellos no se produce 

la adquisición del derecho y además atendiendo a lo previsto en el art 1539 

del CC, el comprador se convierte en propietario ante la concurrencia de los 

siguientes requisitos: la existencia de un Título en el cual se indica el objeto 

materia de la compraventa, El modo el consentimiento de la entrega del 
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objeto, la existencia física del objeto y el pago íntegro por la adquisición de 

la propiedad. 

 

3.6.1 Sobre el Primer Punto Controvertido.- 

3.6.1.1 Naturaleza del documento que sustenta la pretensión  e 

identificación   del bien:  

Que la escritura pública de compraventa si cumple con los requisitos 

establecidos en el art 535° del Código Procesal Civil, pues tiene la calidad de 

documento público de fecha cierta porque se redactó la escritura pública por 

ante Notario el 20 de mayo del 2009 y por consiguiente constituye documento 

idóneo para instaurar un proceso de tercería de propiedad conforme lo 

establece el art 533 del Código Procesal Civil. 

 

Que el bien inmueble indicado en la escritura pública de compraventa ubicada 

en Departamento bloque 15- 4°piso, Departamento B 407 de la Residencial 

Cassinelli de Trujillo, es el mismo con el indicado en la partida registral 

N°11131286 la cual se desprende de la PE 11126296 y está su vez de la PE 

11054263, en donde aparece como propietario del inmueble a la 

Constructora PYPSA SAC, ubicado en la Av. Mansiche 957-981-1023-1025-

1027-1057, Parcela 1, Ex fundo El Calvario. 

 

Que en la actualidad el inmueble materia de la compraventa actualmente 

tiene otra numeración generada por la independización de varias unidades 

inmobiliarias; Esto es, la Constructora PYPSA SAC luego de adquirir la 

propiedad procedió a inscribir una declaratoria de fábrica donde se verificó la 

existencia de una edificación y que posteriormente se procedió a cerrar la PE 

11054263 a consecuencia de su subdivisión, generando la PE 11126296, con 

el predio ubicado en Sub Lote 01 Av. Mansiche 957-981-1023-1025-1027-

1057, Parcela 1, Ex fundo El Calvario; en donde se incluye además  la 

inscripción del reglamento interno  e independización bajo el régimen de 

propiedad exclusiva y  Propiedad Común, en la misma se advierte que en el  
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numeral 96 obra el departamento N° 407 bloque B, precisando que este se 

encuentra independizado en la PE 11131286. 

 

Que el bien futuro objeto de la compraventa es el mismo con el que se 

encuentra inscrito en la PE 11131286. 

 

             3.6.1.2 Sobre la condición de Propietaria de la Tercerista 

Que un contrato de compraventa el comprador se convierte en propietario 

ante la concurrencia conjunta de los siguientes requisitos: El título, el modo, 

la existencia física del objeto y el pago íntegro:  

En cuanto al título la escritura pública de compraventa si tiene a condición de  

ser un título, ya que de su contenido se infiere la intención de la transferencia 

del bien inmueble inscrito actualmente en la PE 11131286, demostrándose 

además la existencia física.  

En cuanto al modo se verifica en las clausulas tercera y quinta que “la 

vendedora se obliga a transferir el inmueble y los compradores a pagar en 

dinero la totalidad del precio” y que “la vendedora queda obligada a entregar 

al comprador el inmueble una vez que se haya cancelado el precio de venta 

señalado” 

 

3.6.2 Segundo Punto Controvertido: 

3.6.2.1 Naturaleza y preferencia entre los derechos de propiedad y de la 

medida cautelar de embargo: con respecto a este punto el Juez precisa que 

ambos derechos tienen naturaleza distinta; el derecho de crédito o personal 

responde a una expectativa de acción que tiene el acreedor para con el 

deudor; es decir el embargo no implica una atribución de propiedad sino la 

afectación en la titularidad real del sujeto para que ante una eventual 

incumplimiento del deudor se remate el inmueble embargado y cobre lo 

adeudado, mientras que el derecho de real constituye una vinculación directa 

con el bien y por lo tanto no se puede aplicar la regla prescrita en la primera 

parte del artículo 2022 del Código Civil, es decir que para que haya oposición 

es necesario que sean dos derechos reales. 
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Asimismo señala que un derecho personal o de crédito no puede ser 

convertido en un derecho real solo por el hecho de inscribirse en Registros 

Públicos, ya que la inscripción no  cambia la naturaleza de los derechos. 

En el presente caso no se aplica las normas de los artículos 2013, 2014 y 2016 

del código Civil así como los artículos VII, VIII Y IX del Título Preliminar del 

Reglamento General de los Registros Públicos concernientes a los principios 

de Legitimación, de Fé Pública Registral y de Prioridad sino que se aplica las 

normas del derecho común porque se trata de derechos de diferente 

naturaleza conforme lo prescribe el segundo párrafo del artículo 2022 del 

Código Civil. 

En consecuencia entre estos dos derechos prevalece del derecho real, ya que 

en el presente caso el derecho real se perfeccionó antes de la inscripción de 

la medida cautelar de embargo. 

3.6.2.2 De la preferencia del derecho personal de inscripción de la medida 

cautelar de embargo ante el derecho real de propiedad 

El Juez indicó que la Medida Cautelar se antepondrá al derecho real siempre 

y cuando este se inscriba con anterioridad al derecho real y en el caso en 

concreto la fecha de inscripción del embargo se realizó el 07 de enero del 

2010, mientras que el contrato de compraventa de bien futuro se perfeccionó 

e inscribió en registros públicos el 13 de noviembre del 2009, por lo tanto el 

tercerista acreditó su derecho de propiedad del bien inmueble inscrito en la 

PE 11131286 el 13 de noviembre del 2009, la misma que es anterior a la 

inscripción de la medida cautelar de embargo; por lo que el caso concreto no 

resulta preferente el derecho personal. 

 

3.6.3 Sobre el Tercer Punto Controvertido: 

Con respecto a este punto el Juez afirma que el tercerista ha probado tener un 

derecho real preferente frente al derecho personal o crediticio que poseen los 

demandados y que por lo tanto resulta ser oponible. 

Análisis: 

Estoy de acuerdo con lo resuelto por el Juez en esta resolución explicó y 

fundamentó los tres puntos controvertidos expuestos aunque a mi criterio son 
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redundantes por estar mal planteados, razón por la cual las explicaciones se 

repiten. 

 

3.7 Etapa de Ejecución: 

El abogado defensor de la parte demandante adjuntó las diez cedulas de 

notificación solicitadas, en cumplimiento de lo dispuesto en la resolución N° 25 de 

fecha 09.09.2015, el cual fue dado por cumplido mediante resolución N° 26 de 

fecha 02.10.2015, y declaró además consentida la resolución N° 24 del 12.08.2015. 

Que mediante resolución N°27 de fecha 10.11.2015 se provee el escrito 

presentado del abogado del demandante en el cual solicito al juzgado se remita 

copias certificadas de la sentencia de fecha 12 de agosto del 2015, asimismo la 

resolución N° 27 que declara  consentida la sentencia  a las oficinas de Registros 

Públicos con la finalidad de dar cumplimiento de lo resuelto, esto es se cancele el 

asiento de Inscripción de la Medida Cautelar de Embargo en Forma de Inscripción. 

 

C. Síntesis del caso: 

En el presente caso la demanda de Tercería formulada por la representante de María 

Guarderas Delgado en contra de la Constructora PYPSA SAC y en contra de los 

Señores Cassinelli fue declarada fundada y se dispuso la desafectación del bien 

inmueble, esto es cancelación de la medida cautelar de Embargo en forma de 

inscripción. 

Al realizar el análisis del proceso se verifica que la tercería es un mecanismo idóneo 

que evita que un bien inmueble no responda por una obligación ajena garantizando 

el derecho de propiedad conforme lo estipula el art. 70° de la Constitución Política 

del Perú. 

En cuanto a la labor de los sujetos procesales considero que durante el proceso el 

representante del demandado no realizó una adecuada defensa, evidenciándose una 

inadecuada lectura de las partidas registrales adjuntadas, de las fechas de inscripción 
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de estas, así como una deficiente interpretación de los principios registrales que 

invocó. 

Lo que nos debe llamar a la reflexión es la importancia de capacitarnos 

constantemente, para realizar una adecuada defensa de los intereses de nuestros 

patrocinados, caso contrario perderíamos nuestro prestigio social lo que acarraría 

una disminución en las posibilidades de ser contratados nuevamente y en 

consecuencia menores ingresos económicos. Y en cuanto a los patrocinados les 

generaría desconfianza en alcanzar justicia en los órganos jurisdiccionales.  

Sin embargo deberíamos reflexionar por qué se produce esto tipos de demandas 

considero que en nuestro País no existe una regulación adecuada en relación a la 

transferencia de propiedad inmueble porque está previsto en el artículo 949° del 

Código Civil el cual solo establece la enajenación de un bien inmueble para 

considerarse propietario, y además en la jurisprudencia tal es el caso de la Cas-2163-

99 Huancavelica. El Peruano, 24-08-2000 “En nuestro sistema legal la propiedad se 

trasmite por el solo consenso tal como lo dispone el art. 949 del CC, por lo que la 

inscripción del mismo, no es requisito constitutivo.” 

En la realidad el problema radica al momento de la celebración del acto jurídico de 

carácter privado, en el cual la gran mayoría por descuido del comprador no lo inscribe 

en registros públicos, y es aquí donde surge el tercero ajeno que pretende sustentar 

la propiedad adquirida. 

  
Entonces se concluye que al no ser exigible la inscripción en Registros Públicos, por 

ser  de carácter facultativo genera gran cantidad de procesos judiciales a nivel 

nacional lo que trae una excesiva carga procesal. 

Debido a este carácter facultativo considero que registros públicos no otorga 

seguridad jurídica y una adecuada publicidad que les permita a los ciudadanos 

transferir su propiedad inmueble en forma adecuada, recordemos que no existe 

obligación de inscribir pues en muchos casos registros públicos publicita actos que no 

están acorde con la realidad registral que a la larga propicia procesos como los de 

tercería de propiedad. 
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A pesar que tenemos una legislación que ampara el derecho de propiedad y que la 

inscripción en registros públicos es facultativa considero que se debería modificar el 

art. 949° del Código Civil que las transferencias de propiedad inmueble se inscriban 

obligatoriamente y así existiría seguridad jurídica, impulsando el trafico jurídico 

comercial evitando de esta manera futuros litigios o controversias.  

Asimismo Registros Públicos y otras Instituciones  deberían de reforzar e 

implementar políticas de sensibilización a la sociedad con la finalidad de explicar a la 

población sobre la importancia que tiene la inscripción de sus propiedades inmuebles 

para evitar posibles litigios y que en las Facultades de Derecho de las Universidades 

Públicas se  imparta  cursos  de derecho notarial y derecho registral por separados 

por cuanto son cursos muy amplios. 
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Conclusiones: 

 

- El artículo 949 del Código Civil que regula la transferencia de propiedad, no es 

útil para resolver conflictos derivados de este y genera inseguridad jurídica. 

- Los acreedores de buena fe que inscriben que se ven inmersos en procesos de 

tercería no gozan de protección jurídica, la cual debería ser otorgada por el 

Estado en todos sus ámbitos. 

- Al tratarse de dos derechos de diferentes naturaleza, se aplica el derecho 

común: prevaleciendo el derecho real que es oponible erga omnes (art 923 

del CC) frente al derecho personal que solo es oponible inter partes (Art 1363 

del CC) 

- Al tener mayor valor un documento de fecha cierta, frente la inscripción del 

embargo en los Registros Públicos, a lo que se llega es a deteriorar la razón de 

ser de esta institución, ya que los principios de publicidad, legitimación y 

prioridad registral se vulneran a pesar que en los últimos años la mencionada 

institución tuvo mejoras significantes.  
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